
 
 

DECRETO ÚNICO 2555 DE 2010 
(Julio 15 de 2010) 

 
PARTE 2 ENTIDADES SUJETAS A INSPECCIÓN Y VIGILANCIA Y SUJETAS A 

CONTROL 
 
 

LIBRO 1 NORMAS APLICABLES A LOS ESTABLECIMIENTOS DE CRÉDITO 
 

  
TÍTULO 1 MARGEN DE SOLVENCIA Y OTROS REQUERIMIENTOS DE PATRIMONIO. 

(Título Modificado por el Decreto 1771 de 2012. Modificado por el Decreto 904 de 
2013. Denominación modificada por el artículo 1 del Decreto 1477 de 2018) 

 
CAPITULO 1 DISPOSICIONES GENERALES SOBRE LAS RELACIONES DE 

SOLVENCIA DE LOS ESTABLECIMIENTOS DE CRÉDITO 
 

Artículo 2.1.1.1.1 (Modificado por el artículo 2 del Decreto 904 de 2013) Patrimonio 
Adecuado 
Los establecimientos de crédito deberán cumplir las normas sobre niveles de patrimonio 
adecuado y las relaciones mínimas de solvencia contempladas en este Capítulo, con el fin 
de proteger la confianza del público en el sistema y asegurar su desarrollo en condiciones 
de seguridad y competitividad.  
 
Parágrafo. La Superintendencia Financiera de Colombia determinará las Instituciones 
Oficiales Especiales que deberán dar cumplimiento al presente Capitulo, analizando si la 
naturaleza de las operaciones de la respectiva institución se ajusta a las de un 
establecimiento de crédito, de acuerdo con lo previsto en el artículo 2 del Decreto 663 de 
1993 y demás normas pertinentes 
 
Artículo 2.1.1.1.2 2 (Modificado por el artículo 1 del Decreto 1421 de 2019, siguiendo 
su régimen de transición1) Relación De Solvencia Total.  
La relación de solvencia total se define como el valor del patrimonio técnico calculado en 
los términos de este Capítulo, dividido por el valor de los activos ponderados por nivel de 
riesgo crediticio, de mercado y operacional. Esta relación se expresa en términos 
porcentuales. La relación de solvencia total mínima de los establecimientos de crédito de 
los que trata este Capítulo será del nueve por ciento (9%). 
 
Artículo 2.1.1.1.3 (Modificado por el artículo 2 del Decreto 1477 de 2018, siguiendo su 
régimen de transición2) Relaciones de Solvencia complementarias. 

 
1 Debe tenerse en cuenta el régimen de transición contenido en el artículo 7 del Decreto 1421 del 6 de agosto 
de 2019. Artículo 7. Régimen de transición. Los establecimientos de crédito deberán cumplir con las 
disposiciones contenidas en el presente decreto a partir del primero (1) de enero de 2021 
2 El régimen de transición del artículo 13 del Decreto 1477 de 2019 fue modificado por el artículo 8 del Decreto 

1421 de 2019. Artículo 13. Transición. Los establecimientos de crédito deberán cumplir con las disposiciones 
contenidas en el presente decreto a partir del primero (1) de enero de 2021.  
En el caso de la relación de solvencia básica adicional y los colchones, se dará una implementación gradual 
hasta llegar a la aplicación plena en un término de cuatro (4) años, conforme a la tabla siguiente: 



 
 
Las siguientes relaciones son complementarias a la relación de solvencia total y son 
también relaciones de solvencia. 
 
(Modificado por el artículo 2 del Decreto 1421 de 2019) La relación de solvencia básica se 
define como el valor del Patrimonio Básico Ordinario neto de deducciones, calculado en los 
términos de este Capítulo, dividido por el valor de los activos ponderados por nivel de riesgo 
crediticio y de mercado y operacional. Esta relación se expresa en términos porcentuales. 
La relación de solvencia básica mínima de los establecimientos de crédito de los que trata 
este Capítulo será del cuatro punto cinco por ciento (4.5%). 
 
(Modificado por el artículo 2 del Decreto 1421 de 2019) La relación de solvencia básica 
adicional se define como la suma del valor del Patrimonio Básico Ordinario neto de 
deducciones y el Patrimonio Básico Adicional, calculados en los términos de este Capítulo, 
dividida por el valor de los activos ponderados por nivel de riesgo crediticio y de mercado y 
operacional. Esta relación se expresa en términos porcentuales. La relación de solvencia 
básica adicional mínima de los establecimientos de crédito de los que trata este Capítulo 
será del seis por ciento (6%). 
 
La relación de apalancamiento se define como la suma del valor del Patrimonio Básico 
Ordinario neto de deducciones y el Patrimonio Básico Adicional, calculados en los términos 
de este Capítulo, dividida por el valor de apalancamiento definido en el artículo 2.1.1.3.6 
del presente decreto. Esta relación se expresa en términos porcentuales. La relación de 
apalancamiento mínima de los establecimientos de crédito de los que trata este Capítulo 
será del tres por ciento (3%). 
 
Artículo 2.1.1.1.4 (Modificado por el artículo 3 del Decreto 1477 de 2018, siguiendo su 
régimen de transición2) Cumplimiento De Las Relaciones De Solvencia.  
El cumplimiento de las relaciones de solvencia se realizará en forma individual y 
consolidada por cada establecimiento de crédito. Para estos efectos, los establecimientos 
de crédito de los que trata este Capítulo se sujetarán a las normas que, conforme a sus 
facultades legales, expida la Superintendencia Financiera de Colombia. Las entidades 
deberán cumplir con los niveles mínimos de las relaciones de solvencia en todo momento, 
independientemente de las fechas de reporte. 
 
Artículo 2.1.1.1.5 Patrimonio Técnico.  
El cumplimiento de la relación de solvencia total se efectuará con base en el patrimonio 
técnico que refleje cada entidad, calculado mediante la suma del patrimonio básico ordinario 
neto de deducciones, el patrimonio básico adicional y el patrimonio adicional, de acuerdo 
con las reglas contenidas en los artículos siguientes. 

 

Término 
Relación de solvencia 

básica adicional 
Colchón de 

conservación 
Colchón sistémico 

A partir del primero (1) de 
enero de 2011 

4,875% 0,375% 0,25% 

A partir del primero (1) de 
enero de 2022 

5,250% 0,750% 0,50% 

A partir del primero (1) de 
enero de 2023 

5,625% 1,125% 0,75% 

A partir del primero (1) de 
enero de 2024 

6,000% 1,500% 1,00% 

 



 
 
 
Artículo 2.1.1.1.6 (Modificado por el artículo 1 del Decreto 1648 de 2014) (Modificado 
por el artículo 1 del Decreto 2392 de 2015). Clasificación De Instrumentos De Capital 
Regulatorio.  
La Superintendencia Financiera de Colombia definirá la pertenencia de las acciones y los 
instrumentos de deuda al patrimonio básico ordinario, al patrimonio básico adicional o al 
patrimonio adicional, según corresponda. Para tal efecto previo requerimiento del emisor, 
el supervisor evaluará la información proporcionada en el prospecto de emisión a la luz de 
los criterios que se presentan en los artículos 2.1.1.1.7, 2.1.1.1.8 Y 2.1.1.1.9 de este 
Decreto. Los instrumentos que no hayan sido clasificados por parte del supervisor no 
podrán hacer parte del patrimonio técnico. 
 
Artículo 2.1.1.1.7 Criterios De Pertenencia Al Patrimonio Básico Ordinario. 
Para que una acción se pueda acreditar como patrimonio básico ordinario deberá cumplir 
con los criterios que se enumeran a continuación: 
 

a) Suscrito y efectivamente pagado: El instrumento debe corresponder a capital 
suscrito y efectivamente pagado.  

 
b) Subordinación calificada. Incorpora un derecho sobre los activos residuales en 

proporción a su participación en el capital suscrito, una vez atendido el pago de los 
depósitos y demás pasivos del balance contable en caso de liquidación. Los 
derechos no pueden estar garantizados, asegurados, ni tener arreglo alguno que 
incrementen su categoría o grado de subordinación. 

 
c) Perpetuidad. Las acciones que componen el Patrimonio Básico Ordinario, 

solamente se pagan en caso de una liquidación. 
 

d) Dividendo convencional. El dividendo no debe contener características de pago 
obligatorio o preferencial bajo ninguna circunstancia, más allá de las previstas en 
los artículos 155 y 454 del Código de Comercio y en el artículo 63 de la Ley 222 de 
1995, con excepción de lo previsto en el numeral 3 del mencionado artículo 63. Sólo 
se pueden pagar dividendos de elementos distribuibles y no podrá ser un dividendo 
acumulativo.  

 
e)  No financiado por la entidad. La compra del instrumento no puede haber sido 

financiada por la entidad ni por alguna institución vinculada.  
 

f) Absorción de pérdidas. Los instrumentos deben tener la capacidad de absorber 
pérdidas. 

 
Los criterios antes descritos deben ser claramente identificables. 
 
Artículo 2.1.1.1.8 (Modificado por el artículo 2 del Decreto 1648 de 2014. Modificado 
por el artículo 2 del Decreto 2392 de 2015). Criterios De Pertenencia Al Patrimonio 
Básico Adicional 
Para que una acción o un instrumento de deuda se pueda acreditar como patrimonio 
básico adicional deberá cumplir con los criterios que se enumeran a continuación: 



 
 
 

a) Suscrito y efectivamente pagado. El instrumento debe corresponder a capital 
suscrito y efectivamente pagado. En el caso de deuda los instrumentos deben ser 
autorizados y colocados. 
 

b) Subordinación adicional. Incorpora un derecho sobre los activos residuales en 
caso de liquidación, una vez atendido el pago de los depósitos, demás pasivos 
externos e instrumentos que hagan parte del Patrimonio Adicional. Los derechos 
no pueden estar garantizados, asegurados, ni tener arreglo alguno que 
incrementen su categoría o grado de subordinación. 
 

c) (Modificado por el artículo 4 del Decreto 1477 de 2018) Perpetuidad. Las acciones 
que componen el Patrimonio Básico Adicional, solamente se pagan en caso de 
una liquidación. Se considera que un instrumento de deuda cumple este criterio si 
su redención está condicionada a la liquidación del emisor. Dichos instrumentos 
podrán redimirse, pagarse o recomprarse anticipadamente, una vez transcurridos 
cinco (5) años contados a partir del momento de su emisión, siempre y cuando se 
cumplan los siguientes requisitos:  
 

1. El emisor deberá obtener, previo al momento de realizar la redención, pago 
o recompra, autorización de la Superintendencia Financiera de Colombia.  

2. Deberán sustituirse por instrumentos de capital que pertenezcan al 
Patrimonio Básico Ordinario o al Patrimonio Básico Adicional, y dicha 
sustitución debe efectuarse en condiciones de sostenibilidad para la 
capacidad de generación de ingresos del emisor. Este requisito puede 
exceptuarse si la entidad demuestra que, después de realizar de forma 
anticipada la redención, el pago o la recompra, seguirá contando con 
recursos suficientes para dar cumplimiento a las relaciones de solvencia de 
que trata el presente Capítulo y a los colchones de que trata el Capítulo 4 
del presente Título. 

3. El emisor deberá abstenerse de generar expectativas sobre la redención, 
el pago o la recompra anticipada.  

 
Los instrumentos de deuda que pertenezcan al Patrimonio Básico Adicional podrán 
contemplar la redención, el pago o la recompra anticipada antes de cinco (5) años, 
previa autorización de la Superintendencia Financiera de Colombia, cuando se 
presente alguno de los siguientes eventos:  
 

i) Cuando se presente una modificación al presente Título que implique que 
el instrumento no cumpla los criterios de pertenencia al Patrimonio Básico 
Adicional. 

ii) Cuando una modificación a la normativa tributaria implique un cambio en el 
tratamiento de los flujos del instrumento en las bases fiscales. 

 
d) Pagos del instrumento. El dividendo puede contener características de pago 

obligatorio o preferencial diferentes al del dividendo convencional. Sólo se pueden 
pagar dividendos o cupones de elementos distribuibles. Los instrumentos deberán 
incorporar una cláusula que permita al emisor no realizar el pago del cupón y 



 
 

podrán incluir una cláusula que permita el ajuste periódico de la tasa base a la que 
se encuentre indexado el cupón de acuerdo con la periodicidad que se establezca 
en el prospecto, pero dicho ajuste no podrá basarse en función de la solvencia 
crediticia del emisor. En el caso de que el emisor opte por el no pago de cupones, 
el prospecto de emisión del instrumento deberá disponer que este evento no 
constituye un incumplimiento por parte del emisor y no podrá contemplar la 
acumulación de pagos con otros cupones. 
 
Para efectos de lo contemplado en este literal, se entiende por elementos 
distribuibles la suma de las utilidades acumuladas de ejercicios anteriores y las 
reservas constituidas con el fin de pagar dividendos, netas de las pérdidas 
acumuladas. 
 

e) No financiado por la entidad. La compra del instrumento no puede haber sido 
financiada por la entidad ni por alguna institución vinculada.  

 
f) Absorción de pérdidas. Los instrumentos deben tener capacidad de absorber 

pérdidas. Para el reconocimiento de instrumentos de deuda, en su prospecto de 
emisión se debe contemplar alguno de los siguientes mecanismos de absorción 
de pérdidas:  
 

1. Conversión en acciones que cumplan los criterios para hacer parte del 
Patrimonio Básico Ordinario. En el prospecto de emisión se deberá establecer 
si dicha conversión se dará en acciones ordinarias o preferenciales y se 
determinará la metodología de conversión del instrumento. En todo momento 
el emisor deberá mantener un nivel de capital autorizado que permita llevar a 
cabo la conversión a acciones y deberá verificar que se dé cumplimiento a las 
disposiciones necesarias para cumplir con dicha conversión. 
 

2. Mecanismo de amortización permanente que asigne las pérdidas al 
instrumento, el cual podrá ser total o parcial. Una vez se active el mecanismo 
de amortización, se asignarán pérdidas al instrumento por un valor que permita 
restablecer la solvencia básica hasta el máximo entre el nivel del límite que 
activa el mecanismo y el seis por ciento (6%). La amortización del instrumento 
será total en caso de que no se alcance a restablecer el nivel descrito en este 
inciso. 
 

El mecanismo de absorción de pérdidas que se adopte, se activará en caso de 
presentar una relación de solvencia básica individual inferior a un límite establecido 
por el emisor en el prospecto de emisión del instrumento, el cual no podrá ser 
inferior al 5.125%. De igual manera, dicho mecanismo se activará cuando la 
Superintendencia Financiera de Colombia así lo determine. En todo caso, el 
mecanismo de absorción de pérdidas deberá activarse de manera previa a la 
adopción de una orden de capitalización o fortalecimiento patrimonial de la entidad 
respectiva con recursos de capital público. 

 
Los instrumentos de deuda a que hace referencia este artículo sólo podrán 
reconocerse dentro del Patrimonio Básico Adicional consolidado del consolidante 



 
 

del emisor, o del emisor cuando este sea consolidante, si en el prospecto de 
emisión se incluye una cláusula que establezca que el mecanismo de absorción 
de pérdidas se activará cuando el consolidante presente una relación de solvencia 
básica consolidada inferior a un límite, el cual deberá ser igual o superior al 
establecido por el emisor a nivel individual. 
 
Los criterios antes descritos deben ser claramente identificables. Si el instrumento 
ha sido acreditado al patrimonio básico ordinario no podrá ser acreditado al 
patrimonio básico adicional. 

 
Artículo 2.1.1.1.9 (Modificado por el artículo 3 del Decreto 2392 de 2015) Criterios De 
Pertenencia Al Patrimonio Adicional. 
Para que un instrumento de deuda se pueda acreditar como patrimonio adicional deberá 
cumplir con los criterios que se enumeran a continuación: 
 
a) Autorizado, colocado y pagado. El instrumento debe corresponder a deuda autorizada, 

colocada y efectivamente pagada. 
 
b) Subordinación general. Incorpora un derecho sobre los activos residuales en caso de 

liquidación, una vez atendido el pago de los depósitos y demás pasivos externos. Los 
derechos no pueden estar garantizados, asegurados, ni tener arreglo alguno que 
incremente su categoría o grado de subordinación. 

 
c) (Modificado por el artículo 5 del Decreto 1477 de 2018) Vocación de permanencia: Los 

instrumentos que componen el Patrimonio Adicional podrán redimirse, pagarse o 
recomprarse anticipadamente una vez transcurridos cinco (5) años contados a partir 
del momento de su emisión, siempre y cuando se cumplan los siguientes requisitos: 
 

1. El emisor deberá obtener, previo al momento de realizar la redención, pago o 
recompra, autorización de la Superintendencia Financiera de Colombia.  

2. Deberán sustituirse por instrumentos de deuda que pertenezcan al Patrimonio 
Adicional, instrumentos que pertenezcan al Patrimonio Básico Adicional o al 
Patrimonio Básico Ordinario. Dicha sustitución debe efectuarse en condiciones de 
sostenibilidad para la capacidad de generación de ingresos del emisor. Este 
requisito puede exceptuarse si la entidad demuestra que, después de realizar de 
forma anticipada la redención, el pago o la recompra, seguirá contando con 
recursos suficientes para dar cumplimiento a las relaciones de solvencia de que 
trata el presente Capítulo y a los colchones de que trata el Capítulo 4 del presente 
título. 

3. El emisor deberá abstenerse de generar expectativas sobre la redención, el pago 
o la recompra anticipada. 
 

Los instrumentos de deuda que pertenezcan al Patrimonio Adicional podrán 
contemplar la redención, el pago o la recompra anticipada antes de cinco (5) años, 
previa autorización de la Superintendencia Financiera de Colombia, cuando se 
presente alguno de los siguientes eventos:  
 



 
 

i) Cuando se presente una modificación al presente Título que implique que el 
instrumento no cumpla los criterios de pertenencia al Patrimonio Adicional. 

ii) Cuando una modificación a la normativa tributaria implique un cambio en el 
tratamiento de los flujos del instrumento en las bases fiscales. 

 
d) Pagos del instrumento. El emisor podrá incluir una cláusula que permita el ajuste 

periódico de la tasa base a la que se encuentre indexado el instrumento de acuerdo 
con la periodicidad que se establezca en el prospecto, pero dicho ajuste no podrá 
basarse en función de la solvencia crediticia del emisor. 

 
e) No financiado por la entidad. La compra del instrumento no puede haber sido 

financiada por la entidad ni por alguna institución vinculada. 
 

f) Absorción de pérdidas. Los instrumentos deben tener capacidad de absorber pérdidas. 
Para su reconocimiento, en su prospecto de emisión se debe contemplar alguno de 
los siguientes mecanismos de absorción de pérdidas:  

 
1. Conversión en acciones que cumplan los criterios para hacer parte del Patrimonio 

Básico Ordinario. En el prospecto de emisión se deberá establecer si dicha 
conversión se dará en acciones ordinarias o preferenciales y se determinará la 
metodología de conversión del instrumento. En todo momento el emisor deberá 
mantener un nivel de capital autorizado que permita llevar a cabo la conversión a 
acciones y deberá verificar que se dé cumplimiento a las disposiciones necesarias 
para cumplir con dicha conversión. 
 

2. Mecanismo de amortización permanente que asigne las pérdidas al instrumento, el 
cual podrá ser total o parcial. Una vez se active el mecanismo de amortización, se 
asignarán pérdidas al instrumento por un valor que permita restablecer la solvencia 
básica hasta el máximo entre el nivel del límite que activa el mecanismo y el seis 
por ciento (6%). La amortización del instrumento será total en caso de que no se 
alcance a restablecer el nivel descrito en este inciso. 
 

El mecanismo de absorción de pérdidas que se adopte, se activará en caso de 
presentar una relación de solvencia básica individual inferior a un límite establecido por 
el emisor en el prospecto de emisión del instrumento, el cual no podrá ser inferior al 
4.5%. De igual manera, dicho mecanismo se activará cuando la Superintendencia 
Financiera de Colombia así lo determine. En todo caso, el mecanismo de absorción de 
pérdidas deberá activarse de manera previa a la adopción de una orden de 
capitalización o fortalecimiento patrimonial de la entidad respectiva con recursos de 
capital público. 

 
Los instrumentos de deuda a que hace referencia este artículo sólo podrán reconocerse 
dentro del Patrimonio Adicional consolidado del consolidante del emisor, o del emisor 
cuando este sea consolidante, si en el prospecto de emisión se incluye una cláusula 
que establezca que el mecanismo de absorción de pérdidas se activará cuando el 
consolidante presente una relación de solvencia básica consolidada inferior a un límite, 
el cual deberá ser igual o superior al establecido por el emisor a nivel individual. 
 



 
 

Los criterios antes descritos deben ser claramente identificables. 
 
Artículo 2.1.1.1.10 (Modificado por el artículo 6 del Decreto 1477 de 2018, siguiendo 
su régimen de transición2). Patrimonio Básico Ordinario. 
  
El patrimonio básico ordinario de los establecimientos de crédito de los que trata este 
Capítulo comprenderá: 
 
a) El capital suscrito y pagado en acciones que la Superintendencia Financiera de 

Colombia clasifique como parte del patrimonio básico ordinario en cumplimiento de los 
artículos 2.1.1.1.6 y 2.1.1.1.7 de este decreto; 
 

b) El valor de los dividendos decretados en acciones a las que se refiere el literal a) de 
este artículo; 

 
c) La prima en colocación de las acciones; 

 
d) La reserva legal constituida por apropiaciones de utilidades líquidas; 

 
e) Los anticipos destinados a incrementar el capital, por un término máximo de cuatro (4) 

meses contados a partir de la fecha de ingreso de los recursos al balance. Transcurrido 
dicho término, el anticipo dejará de computar como un instrumento del patrimonio 
técnico; 

 
f) Las acciones representativas de capital garantía, mientras la entidad esté dando 

cumplimiento a las metas, compromisos y condiciones del programa de recuperación 
convenido con el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras-Fogafín. En caso de 
incumplimiento del programa, declarado por la Superintendencia Financiera de 
Colombia, tales acciones dejarán de ser computables; 

 
g) Los bonos subordinados efectivamente suscritos por Fogafín con el propósito de 

fortalecer patrimonialmente a las entidades financieras emisoras de tales instrumentos 
de deuda. Sólo serán computables dichos bonos como parte del patrimonio básico 
ordinario cuando en el respectivo prospecto de emisión se establezca con carácter 
irrevocable que:  

 
a) En los eventos de liquidación el importe de su valor quedará subordinado al pago 

del pasivo externo; 
b) Los títulos se emitan a plazos no inferiores a cinco (5) años; 

 
h) Cualquier otro instrumento emitido, avalado o garantizado por Fogafín utilizado para el 

fortalecimiento patrimonial de las entidades. 
 

i) El monto del interés minoritario que clasifique como patrimonio básico ordinario de 
acuerdo con el artículo 2.1.1.1.14 de este decreto. 

 
j) La reserva de protección de los aportes sociales descrita en el artículo 54 de la Ley 79 

de 1988; 



 
 

 
k) El monto mínimo de aportes no reducibles previsto en los estatutos, el cual no deberá 

disminuir durante la existencia de la cooperativa, de acuerdo con el numeral 7 del 
artículo 5 de la Ley 79 de 1988; 

 
l) El fondo no susceptible de repartición constituido para registrar los excedentes que se 

obtengan por la prestación de servicios a no afiliados, de acuerdo con el artículo 10 de 
la Ley 79 de 1988. La calidad de no repartible, impide el traslado total o parcial de los 
recursos que componen el fondo a otras cuentas del patrimonio; 

 
m) Los aportes sociales amortizados o readquiridos por la entidad cooperativa en exceso 

del que esté determinado en los estatutos como monto mínimo de aportes sociales no 
reducibles; 

 
n) El fondo de amortización o readquisición de aportes a que hace referencia el artículo 52 

de la Ley 79 de 1988, bajo el entendido que la destinación especial a la que se refiere 
la disposición, determina que los recursos de este fondo no pueden ser objeto de 
traslado a otras cuentas del patrimonio, ni utilizados para fines distintos a la adquisición 
de aportes sociales. 

 
o) El valor total de otros resultados integrales (ORI); 

 
p) Las utilidades del ejercicio en curso;  

 
q) Las utilidades retenidas y las reservas ocasionales; 

 
r) Los excedentes del ejercicio en curso, en el caso de los establecimientos de crédito con 

naturaleza cooperativa. 
 
Parágrafo. En concordancia con el artículo 85 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, la reducción de la reserva legal sólo podrá realizarse en los siguientes dos (2) 
casos específicos: (i) cuando tenga por objeto enjugar pérdidas acumuladas que excedan 
el monto total de las utilidades obtenidas en el correspondiente ejercicio y de las utilidades 
no distribuidas de ejercicios anteriores; y (ii) cuando el valor liberado se destine a capitalizar 
la entidad mediante la distribución de dividendos en acciones. Lo dispuesto en el presente 
parágrafo aplica para la totalidad de la reserva legal, incluido el monto en que ella exceda 
el 50% del capital suscrito. 
 
Artículo 2.1.1.1.11 (Modificado por el artículo 7 del Decreto 1477 de 2018, siguiendo 
su régimen de transición2). Deducciones Del Patrimonio Básico Ordinario. 
Se deducirán del patrimonio básico ordinario los siguientes conceptos: 
 
a) Las pérdidas acumuladas de ejercicios anteriores y las del ejercicio en curso;  

 
b) El valor de las inversiones de capital, de las inversiones en bonos obligatoriamente 

convertibles en acciones, en bonos subordinados opcionalmente convertibles en 
acciones o, en general, en instrumentos de deuda subordinada, efectuadas en forma 
directa o indirecta en entidades sometidas al control y vigilancia de la Superintendencia 



 
 

Financiera de Colombia o en entidades financieras del exterior, que supere el diez por 
ciento (10%) del Patrimonio Básico Ordinario una vez realizadas las demás deducciones 
contenidas en el presente artículo excepto la descrita en este literal, cuando se trate de 
entidades respecto a las cuales no haya lugar a consolidación. Se exceptúan de la 
deducción aquí prevista los siguientes elementos: 

 
i) Las inversiones realizadas por los establecimientos de crédito que forman parte del 

sistema nacional de crédito agropecuario en el Fondo para el Financiamiento del 
Sector Agropecuario, Finagro;  

ii) Las inversiones efectuadas en otra institución financiera vigilada por la 
Superintendencia Financiera de Colombia para adelantar un proceso de adquisición 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 63 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, durante los plazos establecidos en el inciso 2° del numeral 2 o en el 
parágrafo 2° del mismo artículo;  

iii) Las inversiones realizadas por establecimientos de crédito en entidades vigiladas 
por la Superintendencia Financiera de Colombia, que sean consolidadas por otra 
entidad vigilada, cuando dichas participaciones no sean consideradas como interés 
minoritario por la consolidante; 

 
c) El impuesto de renta diferido neto cuando sea positivo. Para el efecto, no se tendrán 

en cuenta los provenientes de los otros conceptos deducidos en virtud del presente 
artículo;  
 

d) El valor del crédito mercantil o plusvalía y de los activos intangibles;  
 

e) Las acciones propias readquiridas en las circunstancias previstas en el literal b) del 
artículo 10 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero;  
 

f) El valor no amortizado del cálculo actuarial del pasivo pensional; 
 

g) El valor de la revalorización de activos. 
 
Parágrafo. Para efectos de lo previsto en el literal b) del presente artículo los aportes que 
los establecimientos de crédito con naturaleza cooperativa posean en otras entidades de 
naturaleza solidaria se consideran inversiones de capital. 
 
Artículo 2.1.1.1.12 (Modificado por el artículo 4 del Decreto 2392 de 2015) Patrimonio 
Básico Adicional. 
El patrimonio básico adicional de los establecimientos de crédito de los que trata este 
Capítulo comprenderá: 
 

a) El capital suscrito y pagado en acciones que la Superintendencia Financiera de 
Colombia clasifique como parte del patrimonio básico adicional en cumplimiento 
de los artículos 2.1.1.1.6 y 2.1.1.1.8 de este Decreto;  
 

b) El valor de los dividendos decretados en acciones referidas en el literal (a) de 
este artículo;  
 



 
 

c) El monto del interés minoritario que clasifique como patrimonio básico adicional 
de acuerdo con el artículo 2.1.1.1.14 de este Decreto. 
 

d) Los instrumentos de deuda que la Superintendencia Financiera de Colombia 
acredite como parte del patrimonio básico adicional en cumplimiento de los 
artículos 2.1.1.1.6 y 2.1.1.1.8 de este Decreto. 
 

Artículo 2.1.1.1.13 (Modificado por el artículo 5 del Decreto 2392 de 2015. Esta 
disposición será modificada por el artículo 8 del Decreto 1477 de 2018, siguiendo su 
régimen de transición) Patrimonio Adicional.  
El patrimonio adicional de los establecimientos de crédito de los que trata este Capítulo 
comprenderá:  

 
a) El monto del interés minoritario que clasifique como Patrimonio Adicional de acuerdo 

con el artículo 2.1.1.1.14 de este decreto;  
 
b) Los bonos obligatoriamente convertibles en acciones que sean efectivamente 

colocados y pagados y que cumplan con los requisitos establecidos por el artículo 86 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero; 

 
c) Los instrumentos de deuda que la Superintendencia Financiera de Colombia clasifique 

como parte del Patrimonio Adicional en cumplimiento de los artículos 2.1.1.1.6 y 
2.1.1.1.9 de este decreto. Su reconocimiento en el capital regulatorio será amortizado 
anualmente por el método de línea recta en los cinco (5) años anteriores a su 
vencimiento.  

 
Los instrumentos de deuda emitidos antes del treinta y uno (31) de diciembre de 2015, 
y que cumplan con los criterios establecidos en el artículo 2.1.1.1.9 excepto el literal f), 
seguirán siendo reconocidos como parte del Patrimonio Adicional. Su reconocimiento 
en el capital regulatorio será amortizado anualmente por el método de línea recta en 
los cinco (5) años anteriores a su vencimiento.  

 
Los instrumentos de deuda emitidos entre el treinta y uno (31) de diciembre de 2015 y 
el treinta y uno (31) de diciembre de 2017, y que cumplan con los criterios establecidos 
en el artículo 2.1.1.1.9 excepto el literal f), serán sujetos del siguiente cálculo: i) en el 
primer año posterior al treinta y uno (31) de diciembre de 2017 el valor máximo a 
reconocer será equivalente al noventa por ciento (90%) de su valor nominal; ii) este 
porcentaje se reducirá cada año en un diez por ciento (10%) hasta el treinta y uno (31) 
de diciembre de 2025; iii) a partir del primero (1º) de enero de 2026, los instrumentos 
descritos en este inciso no serán reconocidos como parte del patrimonio adicional. El 
valor a reconocer como parte del Patrimonio Adicional será el menor entre el cálculo 
descrito en este inciso y la amortización anual del instrumento por el método de línea 
recta en los cinco (5) años anteriores a su vencimiento.  
 

d) El valor de las provisiones de carácter general constituidas por los establecimientos de 
crédito. El presente instrumento se tendrá en cuenta hasta por un valor máximo 
equivalente al uno punto veinticinco por ciento (1.25%) de los activos ponderados por 



 
 

nivel de riesgo crediticio. No se tendrán en cuenta los excesos sobre las provisiones 
generales regulatorias. 

 
Artículo 2.1.1.1.14 Interés Minoritario.  
Se reconocerá el valor de los instrumentos constitutivos del patrimonio técnico de la entidad 
consolidada, bruto de las deducciones al patrimonio básico ordinario, que no sean de 
propiedad, directa o indirecta, de la consolidante o de la(s) controlante(s) de esta. 
 
El interés minoritario se reconocerá en la categoría a la que pertenezcan los instrumentos 
que lo constituyen, por lo que podrá ser parte del patrimonio básico ordinario, patrimonio 
básico adicional o patrimonio adicional, de acuerdo con los artículos 2.1.1.1.10, 2.1.1.1.12 
y 2.1.1.1.13 de este decreto y a las instrucciones que para el efecto establezca la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 

 
Sólo se reconocerá el exceso de capital sobre los mínimos regulatorios en aquellas 
entidades con estándares prudenciales iguales o superiores a los de los establecimientos 
de crédito en Colombia, que cumplan con los criterios contenidos en los artículos 2.1.1.1.7, 
2.1.1.1.8 y 2.1.1.1.9 según sea el caso. 
 
Parágrafo 1. Se entiende por inversión directa la participación accionaria de la cual es titular 
la matriz de la entidad financiera consolidante en el capital de las entidades subordinadas 
a la entidad financiera consolidante. Por su parte, se considera inversión indirecta la 
participación accionaria que tiene la matriz de la entidad financiera consolidante en las 
entidades consolidadas a través de sus subordinadas. 
 
Parágrafo 2. (Adicionado por el artículo 6 del Decreto 1648 de 2014). Se podrá 
reconocer como interés minoritario el valor de los instrumentos constitutivos del patrimonio 
técnico de la entidad consolidada que sean de propiedad, directa o indirecta, de la(s) 
controlante(s) de la consolidante, solamente cuando la entidad que realizó la inversión de 
capital en la consolidada manifieste a la Superintendencia Financiera de Colombia su 
voluntad de no aplicar la excepción descrita en el numeral iii del literal b) del artículo 
2.1.1.1.11 del presente decreto. La voluntad de la entidad que realizó la inversión de capital 
en la consolidada de volver a aplicar la excepción, sólo podrá llevarse a cabo un año 
después de recibida la manifestación inicial y requerirá de la autorización expresa de la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Artículo 2.1.1.1.15 (Adicionado por el Decreto 2392 de 2015) Requerimientos 
adicionales de capital por parte del Supervisor.  
Las entidades de que trata este Capítulo, deben mantener el capital adecuado para cubrir 
la exposición a los riesgos actuales y potenciales inherentes a las actividades que 
desarrollan, el cual debe reflejarse en su patrimonio técnico.  
 
En este sentido, las entidades deben implementar un proceso de evaluación interna de 
capital de acuerdo con las instrucciones que para tal efecto imparta la Superintendencia 
Financiera de Colombia. Con base en la revisión de dicho proceso de evaluación interna 
y/o el proceso de supervisión, la Superintendencia podrá ordenar a las entidades la 
adopción de medidas para prevenir o corregir las falencias identificadas en el mismo, o 



 
 
requerir niveles de patrimonio técnico adicionales a los mínimos regulatorios establecidos 
en el presente Título. 
 
Las instrucciones que imparta la Superintendencia Financiera de Colombia de 
conformidad con lo descrito en el inciso anterior deberán incluir las reglas que las 
entidades deberán atender para implementar el proceso de evaluación interna de capital, 
así como los criterios que la Superintendencia aplicará en caso de requerir niveles de 
patrimonio técnico adicionales. 
 
Cuando dicho requerimiento se origine en el marco del proceso de supervisión, el 
Superintendente Financiero deberá obtener el concepto previo del Consejo Asesor respecto 
de la medida. En el caso en el que el Consejo Asesor no cuente con el quórum necesario 
para deliberar, el Superintendente Financiero podrá proceder de conformidad sin el 
concepto previo. 
 

CAPÍTULO 2  
Capítulo derogado por el artículo 8 del Decreto 904 de 2013) 

 
CAPÍTULO 3 . 

DEFINICIONES Y DISPOSICIONES GENERALES ACERCA DE RIESGO DE CRÉDITO, 
RIESGO DE MERCADO Y RIESGO OPERACIONAL PARA EFECTOS DEL CÁLCULO 
DEL MARGEN DE SOLVENCIA Y OTROS REQUERIMIENTOS DE PATRIMONIO DE 
LOS ESTABLECIMIENTOS DE CRÉDITO. 

(Modificado por el artículo 9 del Decreto 1477 de 2018, siguiendo su régimen de 
transición2) 

 
Artículo 2.1.1.3.1 Riesgos Crediticio, de Mercado y Operacional. Para los efectos de 
este Capítulo se entiende por:  
 
a) Riesgo crediticio: La posibilidad de que un establecimiento de crédito incurra en 

pérdidas y se disminuya el valor de su Patrimonio Técnico como consecuencia de que 
sus deudores fallen en el cumplimiento oportuno de sus obligaciones o cumplan 
imperfectamente las obligaciones financieras en los términos acordados.  
 
Para determinar el valor de los activos ponderados por nivel de riesgo crediticio, los 
establecimientos de crédito tendrán en cuenta los activos, las exposiciones y las 
contingencias, así como las garantías que los respaldan. Para el efecto, se multiplicará 
el valor de exposición del respectivo activo, exposición o contingencia, calculados según 
lo dispuesto en los artículos 2.1.1.3.4 y 2.1.1.3.5 del presente decreto, por un porcentaje 
de ponderación según corresponda, de acuerdo con el artículo 2.1.1.3.2 del presente 
decreto. 
 

b) Riesgo de mercado: La posibilidad de que un establecimiento de crédito incurra en 
pérdidas y se disminuya el valor de su Patrimonio Técnico como consecuencia de 
cambios en el precio de los instrumentos financieros en los que la entidad mantenga 
posiciones dentro o fuera del balance. Estos cambios en el precio de los instrumentos 
pueden presentarse, por ejemplo, como resultado de variaciones en las tasas de interés, 
tipos de cambio y otros índices.  



 
 

 
Para determinar el valor de exposición a los riesgos de mercado, los establecimientos 
de crédito deberán utilizar las metodologías que para el efecto determine la 
Superintendencia Financiera de Colombia. Sin embargo, los establecimientos de crédito 
podrán solicitar a este organismo de control autorización para utilizar un modelo de 
medición propio, caso en el cual deberán acreditar ante dicha Superintendencia el 
cumplimiento de los requisitos mínimos que se establezcan para el efecto.  
 

c) (Modificado por el artículo 3 del Decreto 1421 de 2019) Riesgo operacional: La 
posibilidad de que un establecimiento de crédito incurra en pérdidas y se disminuya el 
valor de su Patrimonio Técnico como consecuencia de la inadecuación o fallos de los 
procesos, el personal y los sistemas internos, o bien a causa de acontecimientos 
externos. El riesgo operacional incluye el riesgo legal, pero excluye los riesgos 
estratégico y de reputación.  
 
Para determinar el valor de exposición a los riesgos operacionales las entidades 
deberán aplicar la metodología contenida en el artículo 2.1.1.3.9 del presente decreto. 
 
Una vez determinado el valor de la exposición por riesgo de mercado y el valor de 
exposición a los riesgos operacionales, estos se multiplicarán por cien novenos (100/9). 
El resultado se adicionará al valor de los activos ponderados por nivel de riesgo 
crediticio. De esta manera, se obtiene el valor total de los activos ponderados por nivel 
de riesgo crediticio, de mercado y operacional que se utiliza para el cálculo de las 
relaciones de solvencia  

 
Artículo 2.1.1.3.2 Clasificación y ponderación de activos, exposiciones y 
contingencias. Para efectos de determinar el valor total de activos ponderados por nivel 
de riesgo crediticio, el valor de exposición de cada activo, exposición o contingencia se 
multiplicará por un porcentaje de ponderación de acuerdo con la siguiente clasificación: 
 
1) Activos con porcentaje de ponderación de cero por ciento (0%): 
 

a) Caja y depósitos a la vista en entidades sometidas a la inspección y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia y en entidades financieras del exterior. 

b) Activos, exposiciones y contingencias sujetos a riesgo de crédito frente a la Nación 
o el Banco de la República, y los avalados o garantizados por estos. 

c) Activos adquiridos para el cumplimiento de inversiones obligatorias o forzosas. 
d) Activos, exposiciones y contingencias sujetos a riesgo de crédito frente al Banco 

Mundial, el Banco de Pagos Internacionales, el Fondo Monetario Internacional, el 
Banco Interamericano de Desarrollo, el Banco Central Europeo y los vehículos de 
inversión, organismos y agencias que hagan parte o sean administrados por estos, 
así como los avalados o garantizados por estos, y los sujetos a riesgo de crédito, 
avalados o garantizados por los demás vehículos de inversión, organismos y 
agencias que determine la Superintendencia Financiera de Colombia, que cumplan 
con criterios de alta calificación, respaldo patrimonial y liquidez.  

e) Exposiciones frente a una cámara de riesgo central de contraparte. 
f) Activos que se deduzcan para efectuar el cálculo del Patrimonio Básico Ordinario, 

en desarrollo del artículo 2.1.1.1.11 del presente decreto, o que se deduzcan para 



 
 

efectuar el cálculo del Patrimonio Técnico, en desarrollo del numeral 10) del 
presente artículo.  

g) Otros activos similares a los descritos en el presente numeral que determine la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 

 
2) (Modificado por el artículo 1 del decreto 1286 de 2020) Activos con porcentaje de 

ponderación del veinte por ciento (20%): Activos, exposiciones y contingencias sujetos 
a riesgo de crédito frente a Fogafín o Fogacoop, así como los avalados o garantizados 
por estos Fondos, por el Fondo Nacional de Garantías S.A. o por el Fondo Agropecuario 
de Garantías. 

 
3) Activos con porcentaje de ponderación del cien por ciento (100%): 
 

a) Activos o exposiciones en incumplimiento, según las instrucciones previstas por la 
Superintendencia Financiera de Colombia para la aplicación del presente Título. Sin 
perjuicio de lo anterior, en caso de que un activo o exposición tenga una ponderación 
superior a cien por ciento (100%) según lo dispuesto en el presente artículo, deberá 
utilizarse dicha ponderación. 

b) Créditos para adquisición de tierra o construcción, con fines de desarrollo 
inmobiliario. 

c) Activos fijos. 
d) Bienes de arte y cultura. 
e) Bienes muebles o inmuebles realizables recibidos en dación en pago o remates 

judiciales.  
f) Remesas en tránsito. 
g) Instrumentos participativos. 
h) Otros activos que no hayan sido clasificados en otra categoría. 

 
4) Activos, exposiciones y contingencias sujetos al riesgo de crédito frente a gobiernos o 

bancos centrales de otros países, y los avalados o garantizados por estos: Se utilizarán 
las ponderaciones de la siguiente tabla:  

 

Calificación 
de riesgo 

AAA a 
AA- 

A+ a A- 
BBB+ a 
BBB- 

BB+ a B- 
Menor a 

B- 
Sin 

calificación 

Ponderación 0% 20% 50% 100% 150% 100% 

 
5) Activos, exposiciones y contingencias sujetos a riesgo de crédito frente a organismos 

multilaterales de crédito, los vehículos de inversión, organismos y agencias que hagan 
parte o sean administrados por estos, distintos a los mencionados en el literal d) del 
numeral 1) del presente artículo, o de otras entidades del sector público distintas a la 
Nación, a los gobiernos o bancos centrales de otros países y a las entidades del sector 
público vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia: Se utilizarán las 
ponderaciones de la siguiente tabla: 

 

Calificación 
de riesgo  

AAA a 
AA- 

A+ a A- 
BBB+ a 
BBB- 

BB+ a B- 
Menor a 

B- 
Sin 

calificación 

Ponderación 20% 30% 50% 100% 150% 100% 

  



 
 
6) Activos, exposiciones y contingencias sujetos a riesgo de crédito frente a entidades 

vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia, fondos mutuos de inversión 
controlados o entidades financieras del exterior: Se utilizarán las ponderaciones de las 
siguientes tablas: 

 

Calificación 
de riesgo de 
largo plazo 

AAA a 
AA- 

A+ a A- 
BBB+ a 
BBB- 

BB+ a B- 
Menor a 

B- 
Sin 

calificación 

Ponderación  20% 30% 50% 100% 150% 100% 

Ponderación 
a tres (3) 
meses 

20% 20% 20% 50% 150% 100% 

 

Calificación de 
riesgo de corto 
plazo 

1 2 3 4 y 5 
Sin 

calificación 

Ponderación  20% 50% 100% 150% 100% 

 
Para efectos del presente numeral, las ponderaciones a tres (3) meses de la primera 
tabla se aplicarán a las operaciones cuyo plazo inicialmente pactado sea menor o igual 
a tres (3) meses que no cuenten con calificación de corto plazo.  

 
7) Activos, exposiciones y contingencias sujetos a riesgo de crédito frente a grandes 

empresas: Se utilizarán las ponderaciones de las siguientes tablas: 
 

Calificación 
de riesgo de 
largo plazo 

AAA a 
AA- 

A+ a A- 
BBB+ a 
BBB- 

BB+ a 
BB- 

Menor a 
BB- 

Sin 
calificación 

Ponderación  20% 50% 75% 100% 150% 100% 

 

Calificación de 
riesgo de corto 
plazo 

1 2 3 4 y 5 
Sin 

calificación 

Ponderación  20% 50% 100% 150% 100% 

 
Para efectos del presente numeral, entiéndase por grandes empresas las que no 
cumplan las definiciones de micro, pequeña y mediana empresa según el artículo 2 de 
la Ley 590 de 2000, o las normas que la reglamenten, modifiquen, sustituyan o 
adicionen. 

 
8) Activos, exposiciones y contingencias sujetos a riesgo de crédito frente a pequeñas y 

medianas empresas, microempresas o personas naturales: Se utilizará un porcentaje 
de ponderación del setenta y cinco por ciento (75%), salvo en los siguientes casos: 

 
a) Exposiciones crediticias en instrumentos financieros derivados. 
b) Créditos cuyo valor de exposición supere el cero punto dos por ciento (0.2%) de la 

suma del valor de exposición de todos los activos a que se refiere el presente 
numeral. Para este efecto se agregarán todos los créditos a que se refiere el 



 
 

presente numeral, otorgados a una misma persona según lo previsto en el 
Capítulo 1 del Título 2 del Libro 1 de la Parte 2 del presente decreto. 

c) Exposiciones de tarjetas de crédito y otras facilidades de crédito con cupo rotativo, 
cuyo saldo total sea cancelado íntegramente en la siguiente fecha de pago. 

 
Para los activos a los que se refieren los literales a) y b) del presente numeral, se 
utilizará un porcentaje de ponderación del cien por ciento (100%) en el caso de 
microempresas y personas naturales, y del ochenta y cinco por ciento (85%) en el caso 
de pequeñas y medianas empresas. 
 
Para los activos a los que se refiere el literal c) del presente numeral, se utilizará un 
porcentaje de ponderación del cuarenta y cinco por ciento (45%). La aplicación de este 
literal estará condicionada a que la Superintendencia Financiera de Colombia imparta 
instrucciones de carácter general sobre este tipo de operaciones, incluyendo la 
aplicación a este tipo de operaciones cuando sean realizadas en otras jurisdicciones. 
Hasta tanto esto ocurra, se aplicará una ponderación del 75%. 
 
Para los activos, exposiciones o contingencias sujetos a riesgo de crédito frente a 
pequeñas y medianas empresas, microempresas o personas naturales garantizados 
con inmuebles, se aplicará lo dispuesto en el numeral 9) del presente artículo. 
 
Para efectos del presente numeral, entiéndase por micro, pequeña y mediana empresa 
las definidas en el artículo 2 de la Ley 590 de 2000, o las normas que la reglamenten, 
modifiquen, sustituyan o adicionen. 

 
9) Activos, exposiciones y contingencias garantizados con inmuebles: En el caso de 

créditos para financiar adquisición de vivienda cuya garantía sea la misma vivienda y 
de leasing inmobiliario para vivienda, se utilizarán las ponderaciones de la siguiente 
tabla: 

 

Relación    saldo 
/ garantía 

< 50% 
≥ 50% y 
< 60% 

≥ 60% y 
< 80% 

≥ 80% y 
< 90% 

≥ 90% y 
< 100% 

≥ 100% 

Ponderación 20% 25% 30% 40% 50% 70% 

 
En el caso de otros activos, exposiciones y contingencias garantizados con inmuebles 
y leasing inmobiliario distinto de vivienda, se utilizarán las ponderaciones de la 
siguiente tabla: 

 

Relación                    saldo 
/ garantía 

< 60% ≥ 60% y < 80% ≥ 80% y < 100% ≥ 100% 

Ponderación 70% 90% 100% 110% 

 
Para este efecto, la relación saldo / garantía se calcula como el saldo pendiente de 
pago de todos los activos, exposiciones y contingencias garantizados con un mismo 
inmueble dividido entre la valoración del inmueble, expresada en términos 
porcentuales. La valoración del inmueble deberá realizarse de acuerdo con las 
instrucciones emitidas por la Superintendencia Financiera de Colombia.  
 



 
 

Lo previsto en el presente numeral solo se aplicará sobre las garantías inmobiliarias, 
incluyendo terrenos agrícolas o forestales, que se consideren garantías admisibles en 
los términos del Capítulo 1 del Título 2 del Libro 1 de la Parte 2 del presente decreto.  

 
10) Títulos derivados de procesos de titularización: Se utilizarán las ponderaciones de las 

siguientes tablas:  
 

Calificación 
de riesgo de 
largo plazo 

AAA a 
AA- 

A+ a 
A- 

BBB+ a 
BBB- 

BB+ a 
BB- 

B+ a 
B- 

CCC 
Menor a CCC o 
sin calificación 

Ponderación 20% 30% 50% 100% 200% 300% Deducción 

 

Calificación de 
riesgo de corto plazo 

1 2 3 4 
5 o sin 

calificación 

Ponderación 20% 50% 100% 300% Deducción 

 
Los títulos derivados de procesos de titularización que sean mantenidos de manera 
incondicional por el originador, no podrán tener en ningún caso un requerimiento de 
capital superior al capital requerido para el conjunto de créditos que respalda la 
titularización. 
 
Las deducciones a que se refieren las tablas del presente numeral deben realizarse 
sobre el Patrimonio Técnico. 

 
11) Derechos fiduciarios que posean los establecimientos de crédito en patrimonios 

autónomos constituidos en desarrollo de procesos de titularización de los cuales sean 
originadores: Se clasificarán dentro de la categoría que corresponda al activo 
subyacente.  

 
Si se ha utilizado un mecanismo de seguridad interno o externo que por sus 
características particulares mantenga el riesgo para el originador, el activo subyacente 
comprometido en el mismo ponderará al ciento cincuenta por ciento (150%). Si el 
mecanismo de seguridad empleado elimina totalmente el riesgo para el originador, la 
ponderación del activo subyacente será del cero por ciento (0%). 
 
En caso de deterioro en el valor del patrimonio autónomo y en la medida que éste se 
produzca, si el originador mantiene riesgo en virtud de las características del 
mecanismo de seguridad empleado, deberá reconocer dicho deterioro hasta por el 
monto de la cobertura otorgada de conformidad con las instrucciones que sobre el 
particular imparta la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 
12) Derechos fiduciarios que posean los establecimientos de crédito sobre patrimonios 

autónomos cuya finalidad principal sea su enajenación, cuyo activo subyacente 
corresponda a bienes inmuebles que originalmente fueron recibidos en dación en pago 
o adjudicados en remates judiciales: Se utilizará un porcentaje de ponderación de 
ochenta por ciento (80%), siempre y cuando tal operación cuente con la autorización 
previa de la Superintendencia Financiera de Colombia.  

 



 
 
13) Financiación especializada de proyectos conforme la definición prevista en el artículo 

2.1.1.3.3 del presente decreto: Cuando la financiación especializada de proyectos 
cuente con una calificación de riesgo específica, se utilizarán las ponderaciones de la 
siguiente tabla: 

 

Calificación 
de riesgo 

AAA a AA- A+ a A- 
BBB+ a 
BBB- 

BB+ a B- Menor a B- 

Ponderación 20% 50% 75% 100% 100% 

 
Cuando la financiación especializada de proyectos no cuente con una calificación de 
riesgo específica, se utilizará una ponderación de 100%. No obstante, se podrá utilizar 
una ponderación de 80% para financiación especializada de proyectos de alta calidad, 
conforme la definición prevista en el artículo 2.1.1.3.3 del presente decreto.  
 
Parágrafo 1. (Inciso modificado por el artículo 1 del decreto 1286 de 2020) Los 
porcentajes de ponderación establecidos en el presente artículo para los activos, 
exposiciones y contingencias avalados o garantizados por la Nación, el Banco de la 
República, Fogafín, Fogacoop, el Fondo Nacional de Garantías S.A., el Fondo 
Agropecuario de Garantías, gobiernos y bancos centrales de otros países y los 
organismos señalados en el literal d) del numeral 1) del presente artículo, solo se 
utilizarán cuando los avales y garantías cumplan las siguientes condiciones: 
 
a) Que sean admisibles según lo previsto en el Capítulo 1 del Título 2 del Libro 1 de 

la Parte 2 del presente decreto. 
b) Que el alcance de la cobertura esté claramente definido y expresamente referido 

a una operación concreta o grupo de operaciones. Esta condición no se requiere 
en el caso de las contragarantías. 

c) Que el contrato no contenga ninguna cláusula que permita al avalista o garante 
revocarlo unilateralmente, o incrementar su costo de cobertura en función de la 
calidad crediticia de la contraparte, o modificar el vencimiento acordado. 

d) Que el contrato no contenga ninguna cláusula que escape al control del 
establecimiento de crédito y que exima al avalista o garante de pagar en caso de 
incumplimiento de la contraparte. 

e) Que ante un incumplimiento de la contraparte, el establecimiento de crédito tenga 
derecho al aval o garantía sin emprender acciones legales contra la contraparte.  

 
Cuando el alcance de la cobertura de los avales y garantías esté referido a una parte 
de la operación, se aplicarán estos porcentajes de ponderación solamente sobre la 
parte cubierta. 

 
Parágrafo 2. Cuando se realicen inversiones en un producto estructurado cuyos 
componentes provengan de distintas contrapartes y el vendedor no sea responsable de su 
pago, dicho producto estructurado computará por la suma de los siguientes dos (2) factores:  
 
a) La multiplicación del precio justo de intercambio del componente no derivado por el 

porcentaje de ponderación que aplique al respectivo emisor de conformidad con lo 
previsto en el presente artículo;  



 
 
b) La multiplicación del costo de reposición de los componentes derivados por el 

porcentaje de ponderación que aplique a la respectiva contraparte de conformidad con 
lo previsto en el presente artículo.  

 
Artículo 2.1.1.3.3 Financiación especializada de proyectos. Se considera financiación 
especializada de proyectos aquella que cumpla las siguientes características: 
 
1) Que sea otorgada a un vehículo de propósito especial o a una entidad creada 

específicamente para financiar u operar activos tangibles, no financieros, distintos de 
inmuebles. 

2) Que el prestatario tenga poca o ninguna otra actividad o fuente de ingresos y, por 
tanto, no tenga capacidad independiente de pago de las obligaciones. Los recursos 
para el pago de la financiación provienen principalmente de los ingresos generados 
por los activos financiados. 

3) Que los términos contractuales otorguen a los acreedores los derechos económicos 
sobre los activos y sobre los ingresos generados. 

 
Se considera financiación especializada de proyectos de alta calidad aquella que, además, 
cumpla las siguientes características: 
 
a) Que limite la capacidad del prestatario de incrementar su endeudamiento sin 

consentimiento de sus actuales acreedores. 
b) Que contemple la existencia de reservas suficientes o alternativas de financiación para 

cubrir contingencias o requisitos de liquidez de corto plazo. 
c) Que los ingresos generados por los activos financiados no estén sujetos a 

oscilaciones en la demanda o que existan mecanismos para la mitigación del efecto 
de dichas oscilaciones sobre los ingresos. 

d) Que las condiciones contractuales salvaguarden los derechos de los acreedores ante 
incumplimientos o ante la cancelación del proyecto.  

e) Que la mayoría de los ingresos provengan de gobiernos, bancos centrales, otras 
entidades del sector público o grandes empresas, con porcentaje de ponderación igual 
o menor a 80% según el artículo 2.1.1.3.2 del presente decreto. 

f) Que los términos contractuales contemplen la toma de posesión de los activos y 
contratos necesarios para operar el proyecto por parte de los acreedores, con sujeción 
al régimen legal aplicable. 

 
Artículo 2.1.1.3.4 Valor de exposición de los activos. Para efectos de este Capítulo, el 
valor de exposición de los activos se determinará con la siguiente formula: 
 

𝐸 = (𝐴 ∗ (1 + 𝐹𝑎)) − (𝐺 ∗ (1 − 𝐹𝑔 − 𝐹𝑐)) 

 
Donde: 
 
𝐸: Valor de exposición del activo  

𝐴: Valor del activo neto de provisiones  
𝐹𝑎: Factor de ajuste del activo  

𝐺: Valoración de la garantía  
𝐹𝑔: Factor de ajuste de la garantía  



 
 
𝐹𝑐: Factor de ajuste cambiario 
 
La Superintendencia Financiera de Colombia emitirá las instrucciones sobre idoneidad y 
valoración de garantías, y establecerá las tablas e instrucciones para la determinación de 
los factores de ajuste por tipo de activo y por tipo de garantía, y el factor de ajuste cambiario. 
Para el efecto, se atenderá lo dispuesto en relación con las garantías admisibles y no 
admisibles en el Capítulo 1 del Título 2 del Libro 1 de la Parte 2 del presente decreto. 
 
En todo caso, el valor de exposición del activo no podrá ser superior a su valor neto de 
provisiones y tampoco podrá ser inferior al veinte por ciento (20%) de su valor neto de 
provisiones. 
   
Parágrafo 1. Lo previsto en el presente artículo no aplicará para garantías inmobiliarias ni 
créditos para adquisición de tierra o construcción, con fines de desarrollo inmobiliario.  
 
Parágrafo 2. En el caso de activos garantizados simultáneamente con inmuebles y con 
otras garantías admisibles, podrá aplicarse lo previsto en el presente artículo sobre las otras 
garantías admisibles. 
 
Parágrafo 3. (Modificado por el artículo 2 del decreto 1745 de 2020) En el caso de los 
activos avalados o garantizados por las entidades señaladas en el inciso primero del 
parágrafo 1 del artículo 2.1.1.3.2 del presente decreto, cuyos avales o garantías cumplan 
las condiciones previstas en dicho parágrafo, no se aplicará lo dispuesto en el presente 
artículo y el valor de exposición del activo será igual a su valor neto de provisiones. Cuando 
el alcance de la cobertura de dichos avales y garantías esté referido a una parte de la 
operación, se aplicará lo previsto en el presente artículo sobre la parte no cubierta por estos. 
 
Parágrafo 4. El valor del activo neto de provisiones debe contemplar la deducción de las 
provisiones de carácter individual. Las provisiones de carácter general no serán deducibles 
de los activos.  
 
Parágrafo 5. En el caso de las operaciones de reporto o repo, simultáneas y de 
transferencia temporal de valores, no se aplicará lo dispuesto en el presente artículo y su 
valor de exposición será el monto que resulte de restar la posición deudora de la posición 
acreedora que ostenta la entidad en cada operación realizada, siempre que dicho monto 
sea positivo. El cálculo de las posiciones deberá tener en cuenta tanto el precio justo de 
intercambio de los valores cuya propiedad se transfiera en desarrollo de la operación, como 
la suma de dinero entregada en la misma, así como los intereses o rendimientos causados 
asociados a la operación.  
 
Parágrafo 6. Los valores transferidos en desarrollo de las operaciones repo o reporto, 
simultáneas o de transferencia temporal de valores deberán ser tenidos en cuenta para los 
efectos previstos en este artículo, mientras permanezcan en el balance del enajenante, 
originador o receptor, según sea el caso, conforme a las disposiciones contables que rigen 
dichas operaciones.  
 



 
 
Parágrafo 7. En el caso de los instrumentos financieros derivados, no se aplicará lo 
dispuesto en el presente artículo y su valor de exposición será la exposición crediticia, 
según las definiciones contenidas en el artículo 2.35.1.1.1 del presente decreto.  
 
Artículo 2.1.1.3.5 Valor de exposición de las contingencias. Para efectos de la 
aplicación de lo previsto en el presente capítulo, el valor de exposición de las contingencias 
se determinará multiplicando el monto nominal neto de provisiones de las contingencias por 
el factor de conversión crediticio que corresponda a dicha operación, según la siguiente 
clasificación:  
 
a) Los sustitutos directos de crédito, tales como las cartas de crédito irrevocables, las 

aceptaciones bancarias, los avales y garantías, y los contratos de apertura de crédito 
irrevocables, incluyendo las tarjetas de crédito irrevocables, tienen un factor crediticio 
del cien por ciento (100%).  

 
b) Las contingencias relacionadas con garantías de cumplimiento otorgadas en 

licitaciones públicas o privadas, procesos administrativos o judiciales, tienen un factor 
de conversión crediticio del cincuenta por ciento (50%). 

 
c) Los créditos aprobados no desembolsados, las cartas de crédito revocables y los 

contratos de apertura de crédito revocables, incluyendo las tarjetas de crédito 
revocables, en los cuales el riesgo de crédito permanece en el establecimiento de 
crédito, tienen un factor de conversión crediticio del diez por ciento (10%). 

 
Artículo 2.1.1.3.6 Valor de apalancamiento. Corresponde a la suma del valor de todos los 
activos netos de provisiones, las exposiciones netas en todas las operaciones de reporto o 
repo, simultaneas y transferencia temporal de valores, las exposiciones crediticias en todos 
los instrumentos financieros derivados y el valor de exposición de todas las contingencias. 
 
Parágrafo. Los activos que se deduzcan para efectuar el cálculo del Patrimonio Básico 
Ordinario, en desarrollo del artículo 2.1.1.1.11 del presente decreto, o que se deduzcan 
para efectuar el cálculo del Patrimonio Técnico, en desarrollo del numeral 10 del artículo 
2.1.1.3.2 del presente decreto, se computarán por un valor de cero (0) para efectos de 
determinar el valor de apalancamiento. 
 
Artículo 2.1.1.3.7 Uso de calificaciones de riesgo. Las calificaciones de riesgo a las que 
hace referencia el presente Capítulo deben estar vigentes y ser efectuadas por una 
sociedad calificadora de riesgos autorizada por la Superintendencia Financiera de 
Colombia. Tratándose de entidades ubicadas en el exterior y de títulos emitidos y colocados 
en el exterior por ellas, deberá utilizarse una calificación efectuada por una sociedad 
calificadora de riesgos internacionalmente reconocida. 
 
La Superintendencia Financiera de Colombia deberá establecer las correspondencias entre 
las categorías de ponderación contenidas en el artículo 2.1.1.3.2 del presente decreto y las 
calificaciones de riesgo de las sociedades calificadoras de riesgos, así como la calificación 
a utilizar en el caso de que exista más de una calificación vigente. 
 



 
 
Siempre que exista una calificación de riesgo específica del activo, la exposición o la 
contingencia efectuada por una sociedad calificadora de riesgos autorizada por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, deberá utilizarse el porcentaje de ponderación 
correspondiente a dicha calificación.  
 
Tratándose de entidades ubicadas en el exterior y de títulos emitidos y colocados en el 
exterior por ellas, siempre que exista una calificación de riesgo específica del activo, la 
exposición o la contingencia efectuada por una sociedad calificadora internacionalmente 
reconocida, deberá utilizarse el porcentaje de ponderación correspondiente a dicha 
calificación. Tratándose de entidades ubicadas en Colombia y de títulos emitidos y 
colocados en el exterior por ellas, deberá utilizarse el porcentaje de ponderación 
correspondiente a la calificación de riesgo del emisor otorgada por la sociedad calificadora 
de riesgos autorizada por la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
En caso de que no exista una calificación de riesgo específica al activo, la exposición o la 
contingencia, podrá utilizarse el porcentaje de ponderación correspondiente a otro activo, 
exposición o contingencia del mismo emisor o contraparte, o la calificación del emisor o 
contraparte, siempre y cuando se cumplan las siguientes condiciones: 
 
a) Que el activo, la exposición o la contingencia no calificado no sea subordinado y esté 

denominado en la moneda legal en curso en el domicilio del emisor.  
b) Que la calificación de riesgo específica no corresponda a un activo o contingencia de 

corto plazo.  
 
En caso contrario, deberán utilizarse los porcentajes de ponderación de los activos, las 
exposiciones o las contingencias sin calificación a que haya lugar según el artículo 2.1.1.3.2 
del presente decreto.  
 
En todo caso, los establecimientos de crédito deben contar con políticas, procesos, 
sistemas y controles internos efectivos para verificar que las ponderaciones asignadas a 
los activos, exposiciones y contingencias sean apropiadas. Cuando el análisis interno refleje 
características de mayor riesgo que las propias de la calificación de riesgo del activo, la 
exposición o la contraparte, debe usarse la ponderación correspondiente a la calificación 
de mayor riesgo que mejor se ajuste, según lo previsto en el artículo 2.1.1.3.2 del presente 
decreto, e informar de tal ajuste a la Superintendencia Financiera de Colombia.  
 
Artículo 2.1.1.3.8 Detalle de la Clasificación de Activos. La Superintendencia Financiera 
de Colombia impartirá las instrucciones necesarias para la clasificación de la totalidad de 
los activos, las exposiciones y las contingencias dentro de las categorías determinadas en 
los artículos 2.1.1.3.2 y 2.1.1.3.5 de este decreto. 
 
Artículo 2.1.1.3.9 (Adicionado por el artículo 4 del Decreto 1421 de 2019, siguiendo su 
régimen de transición1) Valor de exposición a los Riesgos Operacionales.  
Para efectos de este Capítulo el valor de exposición a los riesgos operacionales se 
determinará como el resultado de multiplicar el indicador de negocio del numeral 1. por el 
coeficiente de riesgo operacional del numeral 2. y por el indicador de pérdida interna del 
numeral 3., del presente artículo. 
 



 
 

1. Indicador de negocio. Corresponde a la suma de los siguientes componentes: 
 

1.1. El menor valor entre: i) dos punto veinticinco por ciento (2.25%) del promedio 
anual del valor bruto de los activos que devengan intereses registrados en 
los últimos tres (3) años a la fecha de cálculo y ii) el promedio anual del valor 
absoluto, para los últimos tres (3) años a la fecha de cálculo, de la diferencia 
entre los ingresos por intereses y operaciones de leasing menos los gastos 
por intereses y operaciones de leasing. 

1.2. El mayor valor entre los ingresos por honorarios y comisiones y los gastos 
por honorarios y comisiones. Para ello se tomará el promedio anual de los 
ingresos y de los gastos para los últimos tres (3) años a la fecha de cálculo.  

1.3. El mayor valor entre los ingresos por recuperaciones de riesgo operacional 
y los gastos por riesgo operacional. Para ello se tomará el promedio anual 
de los ingresos y de los gastos para los últimos tres (3) años a la fecha de 
cálculo.  

1.4. El promedio anual del valor absoluto de la ganancia neta o pérdida neta del 
portafolio de inversiones a valor razonable para los últimos tres (3) años a la 
fecha de cálculo.  

1.5. El promedio anual del valor absoluto de la ganancia neta o pérdida neta del 
portafolio de inversiones a costo amortizado para los últimos tres (3) años a 
la fecha de cálculo.  

1.6. El promedio anual del valor absoluto de la ganancia neta o pérdida neta por 
inversiones en subsidiarias, asociadas, negocios conjuntos, operaciones 
conjuntas y participaciones no controladoras, para los últimos tres (3) años 
a la fecha de cálculo. 

1.7. El promedio anual de los ingresos por dividendos recibidos en los últimos 
tres (3) años a la fecha de cálculo. 

 
2. Coeficiente de riesgo operacional. El coeficiente de riesgo operacional corresponde a 

doce por ciento (12%). Cuando el indicador de negocio supere tres billones de pesos 
($3’000.000’000.000), el coeficiente de riesgo operacional corresponde a quince por 
ciento (15%) para el monto del indicador de negocio en exceso de dicho valor. 

 
3. Indicador de pérdida interna. Para determinar este indicador se sigue el proceso 

descrito a continuación: 
 

3.1. Multiplicar por quince (15) veces el promedio anual de las pérdidas por 
riesgos operacionales, netas de sus respectivas recuperaciones, registradas 
en los últimos diez (10) años a la fecha de cálculo. 

3.2. Multiplicar el indicador de negocio del numeral 1., por el coeficiente de riesgo 
operacional del numeral 2., del presente artículo. 

3.3. Dividir el resultado del numeral 3.1 entre el resultado del 3.2 del presente 
artículo. 

3.4. Se busca en la siguiente tabla el indicador de pérdida interna 
correspondiente al cociente calculado en el numeral 3.3 del presente 
artículo: 

 



 
 

Cociente (c) Indicador de 
pérdida interna 

0 ≤ c ≤ 0.2 0.7 

0.2 < c ≤ 0.4 0.8 

0.4 < c ≤ 0.7 0.9 

0.7 < c ≤ 1 1 

1 < c ≤ 1.4 1.1 

1.4 < c ≤ 1.8 1.2 

1.8 < c ≤ 2.3 1.3 

2.3 < c ≤ 2.9 1.4 

2.9 < c ≤ 3.6 1.5 

3.6 < c ≤ 4.4 1.6 

4.4 < c 1.7 

 
Parágrafo 1. Los siguientes ingresos y gastos no se deben incluir en los cálculos de los 
indicadores establecidos en los numerales 1. y 3. del presente artículo: 
 

a) Primas pagadas o reembolsos recibidos de pólizas de seguros. 
b) Gastos administrativos, incluidos gastos de personal, tercerización (outsourcing) de 

servicios no financieros, gastos informáticos, de suministros públicos, telefónicos, 
de viajes, de material de oficina, postales. Así mismo, la recuperación de dichos 
gastos administrativos, incluida la recuperación de pagos por cuenta de clientes. 

c) Gastos de activos fijos, excepto los derivados de eventos de pérdida por riesgo 
operacional. 

d) Depreciación de activos tangibles e intangibles, excepto la relacionada con activos 
en leasing operativo, que deberá incluirse en los gastos por operaciones de leasing. 

e) Provisiones o reversión de provisiones, salvo las relacionadas con eventos de 
pérdidas por riesgo operacional. 

f) Deterioro de valor o reversión del deterioro de valor, por ejemplo, de activos 
financieros, activos no financieros, inversiones en filiales, negocios conjuntos o 
asociadas. 

g) Variación de la plusvalía o crédito mercantil reconocida en resultados del ejercicio. 
h) Impuesto a la renta y complementarios. 
i) Otros ingresos y gastos similares a los descritos en el presente parágrafo que 

determine la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Parágrafo 2. Cuando una entidad no cuente con registros anuales de pérdidas por riesgo 
operacional para los últimos diez (10) años, el indicador de pérdida interna del numeral 3. 
del presente artículo será igual a uno (1).  
 
La Superintendencia Financiera de Colombia podrá exigir a una entidad que utilice un 
indicador de pérdida interna superior a uno (1) cuando, con base en criterios técnicos y 
objetivos, determine que su sistema de registro de pérdidas por riesgo operacional no sea 
de alta calidad. En todo caso, el indicador de pérdida interna no podrá ser superior a uno 
punto siete (1.7). 
 
Lo anterior sin perjuicio de las sanciones que correspondan conforme a las facultades 
legales de la Superintendencia Financiera de Colombia. 



 
 
 
Parágrafo 3. El valor en pesos indicado en el numeral 2. del presente artículo se ajustará 
anualmente en forma automática en el mismo sentido y porcentaje en que varíe el Índice 
de Precios al Consumidor (IPC) que suministre el DANE. El valor resultante se aproximará 
al múltiplo en miles de millones de pesos inmediatamente superior. El primer ajuste se 
realizará en enero de 2022 tomando como base la variación del IPC durante el año 2021. 
 
Parágrafo 4. La Superintendencia Financiera de Colombia impartirá las instrucciones 
necesarias para la aplicación de lo dispuesto en el presente artículo, incluyendo la 
clasificación de la totalidad de los ingresos y gastos. 
 
 

CAPÍTULO 4 COLCHONES 
(Modificado por el artículo 10 del Decreto 1477 de 2018) 

 
Artículo 2.1.1.4.1 Cumplimiento de los colchones.  
Los establecimientos de crédito deberán cumplir las reglas sobre los colchones 
contemplados en este Capítulo, con el fin de aumentar tanto la calidad como la cantidad de 
capital, proporcionando mayor cobertura a los riesgos asumidos. El Patrimonio Básico 
Ordinario disponible para el cumplimiento de los colchones de que trata este Capítulo debe 
ser neto de deducciones y del mínimo requerido para el cumplimiento de las relaciones de 
solvencia de que trata el Capítulo 1 del Título 1 del Libro 1 de la Parte 2 del presente decreto. 
 
El cumplimiento de las reglas sobre colchones se realizará en forma individual y 
consolidada por cada establecimiento de crédito. Para estos efectos, los establecimientos 
de crédito se sujetarán a las normas que, conforme a sus facultades legales, expida la 
Superintendencia Financiera de Colombia. Las entidades deben cumplir con los colchones 
en todo momento, independientemente de las fechas de reporte. 
 
Artículo 2.1.1.4.2. (Modificado por el artículo 5 del Decreto 1421 de 2019, siguiendo 
su régimen de transición1) Colchón de Conservación de Capital.  
Corresponde al uno punto cinco por ciento (1.5%) del valor de los activos ponderados por 
nivel de riesgo crediticio, de mercado y operacional que deberá mantenerse en el 
Patrimonio Básico Ordinario neto de deducciones en todo momento. 
 
Artículo 2.1.1.4.3. (Modificado por el artículo 6 del Decreto 1421 de 2019, siguiendo 
su régimen de transición1) Colchón para entidades con importancia sistémica.  
Corresponde al uno por ciento (1%) del valor de los activos ponderados por nivel de riesgo 
crediticio, de mercado y operacional que deberán mantener en el Patrimonio Básico 
Ordinario neto de deducciones las entidades con importancia sistémica. 
 
Parágrafo. La Superintendencia Financiera de Colombia anualmente publicará el listado 
de entidades con importancia sistémica con base en una metodología que contenga como 
mínimo las siguientes categorías: tamaño, interconexión, sustituibilidad y complejidad. Así 
mismo, deberá especificar el plazo por entidad para dar cumplimiento al colchón de que 
trata el presente artículo 
 
Artículo 2.1.1.4.4. Colchón combinado.  



 
 
Corresponde a la suma de los colchones descritos con anterioridad en este Capítulo, 
aplicables a la entidad en un momento determinado.  
 
Artículo. 2.1.1.4.5. Incumplimiento del colchón combinado.  
En el evento que el Patrimonio Básico Ordinario neto de deducciones disponible para el 
cumplimiento del colchón combinado sea inferior al requerido, la entidad deberá informarlo 
de manera inmediata a sus accionistas o asociados y poner esta comunicación en 
conocimiento de la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
De manera concomitante la entidad deberá establecer un plan de ajuste y enviarlo a la 
Superintendencia Financiera de Colombia en los términos y condiciones que ésta 
determine. Dicho plan de ajuste deberá contener los mecanismos establecidos por la 
entidad para reponer el nivel requerido del colchón combinado y el plazo en el cual se 
completará dicho proceso. 
 
En todo caso, cuando se presente el mencionado incumplimiento y hasta tanto no se 
complete el plan de ajuste, la entidad y sus subordinadas, tendrán las siguientes 
limitaciones: 
 

1. La limitación a la distribución de utilidades o excedentes, liberación de reservas, 
reducción del capital social, y en general, cualquier posibilidad de afectación de 
recursos por voluntad de la Administración que conlleve una reducción en su 
patrimonio.  
 

2. La suspensión temporal del pago de dividendos, recompra de acciones, 
bonificaciones a empleados o cualquier otro programa de pagos discrecionales, de 
incentivos o erogaciones no ordinarias a partes relacionadas. 

 
Dichas limitaciones estarán sujetas al porcentaje de incumplimiento del colchón combinado 
según la siguiente tabla: 

 

Incumplimiento del colchón 
combinado 

Coeficientes mínimos de 
conservación de cada uno de los 

elementos distribuibles  

Menor a 25% 40% 

Entre 25% y 50% 60% 

Entre 50% y 75% 80% 

Mayor a 75% 100% 

 
CAPITULO 5 VIGILANCIA Y SANCIONES. 

(Adicionado por el artículo 11 del Decreto 1477 de 2018) 
 
Artículo 2.1.1.5.1 Vigilancia. El cumplimiento individual de las relaciones de solvencia y 
de los colchones se controlará como mínimo una vez al mes y el cumplimiento consolidado 
como mínimo una vez al trimestre. 
  
Las entidades deberán cumplir con los niveles mínimos de las relaciones de solvencia y de 
los colchones en todo momento, independientemente de las fechas de reporte. La 



 
 
Superintendencia Financiera de Colombia impartirá las instrucciones necesarias para la 
correcta aplicación de lo dispuesto en este Título y vigilará el cumplimiento de los niveles 
adecuados de patrimonio por parte de los establecimientos de crédito.  
 
Artículo 2.1.1.5.2 Sanciones. En caso de que un establecimiento de crédito incumpla con 
los niveles mínimos de relación de solvencia, la Superintendencia Financiera de Colombia 
le aplicará las sanciones administrativas que correspondan conforme a sus facultades 
legales.  
 
Parágrafo. Cuando un mismo establecimiento de crédito incumpla la relación de solvencia 
individualmente y en forma consolidada, se aplicará la sanción que resulte mayor. 
 

 
TÍTULO 2 NORMAS PARA LA IDENTIFICACIÓN Y 

GESTIÓN DE LAS GRANDES EXPOSICIONES Y CONCENTRACIÓN DE RIESGO DE 
LOS ESTABLECIMIENTOS DE CRÉDITO 

(Sustituido por el artículo 1 del Decreto 1533 de 2022, según su régimen de transición) 
 

CAPÍTULO 1 DISPOSICIONES GENERALES 
 
Artículo 2.1.2.1.1 Ámbito de aplicación. Los establecimientos de crédito deberán aplicar 
las disposiciones establecidas en este Título para la identificación, el seguimiento y la 
gestión de las grandes exposiciones y concentración de riesgo, con el fin de mitigar la 
pérdida máxima que podría resultar del incumplimiento de las operaciones realizadas con 
una contraparte o con un grupo conectado de contrapartes. 
 
Parágrafo. La Superintendencia Financiera de Colombia impartirá instrucciones respecto 
de las Instituciones Oficiales Especiales para la aplicación del presente Título, analizando 
si la naturaleza de sus operaciones se ajusta a la de un establecimiento de crédito de 
acuerdo con lo previsto en el artículo 2 del Decreto 663 de 1993 y demás normas aplicables. 
 
Artículo 2.1.2.1.2 Definiciones. Para los efectos del presente Título se deberán tener en 
cuenta las siguientes definiciones. 
 

1. Gran exposición: Aquella situación en la que la sumatoria de todos los valores de 
exposición con una contraparte o con un grupo conectado de contrapartes, directa 
o indirectamente, conjunta o separadamente, sean iguales o superiores al diez por 
ciento (10 %) de la base del patrimonio definido en el numeral 4 del presente artículo. 
 

2. Contraparte: Es la persona natural, jurídica, patrimonio autónomo, universalidad, 
vehículo de inversión, vehículo de propósito especial, negocio fiduciario, 
administración de portafolios de terceros o cualquier otra figura jurídica con la cual 
el establecimiento de crédito asume una exposición derivada de las operaciones 
definidas en el artículo 2.1.2.1.3 del presente decreto. 
 

3. Grupo conectado de contrapartes: Son dos o más contrapartes que cumplen al 
menos una de las condiciones del artículo 2.1.2.1.7 del presente decreto. 
 



 
 

4. Base de patrimonio para el cálculo de las exposiciones. Para el cálculo y 
cumplimiento de los límites y las disposiciones establecidas en el presente Título, 
se tendrá en cuenta la suma del patrimonio básico ordinario neto de deducciones y 
el patrimonio básico adicional, definidos en el Capítulo I del Título I del Libro 1 de la 
Parte 2 del presente decreto. 
 

Artículo 2.1.2.1.3 Operaciones computables y valor de exposición. Para el cálculo de 
las exposiciones y el cumplimiento de las disposiciones y límites establecidos en el presente 
Título, los establecimientos de crédito deberán computar todos aquellos activos, 
exposiciones, contingencias y garantías utilizados en el cálculo de los activos por nivel de 
riesgo crediticio en los términos del Capítulo 3 del Título I del Libro 1 de la Parte 2 del 
presente decreto, calculados según lo dispuesto en los artículos 2.1.1.3.4 y 2.1.1.3.5 del 
presente decreto. 
 
Parágrafo. Cuando en la aplicación del cálculo del valor de exposición se haga una 
deducción en dicho valor por concepto de una garantía admisible según lo dispuesto en el 
artículo 2.1.1.3.4 del presente decreto, el valor deducido computará como una exposición 
de quien actúe como garante. 
 
Artículo 2.1.2.1.4 Excepciones a las operaciones computables. Las siguientes 
operaciones no se computarán para establecer el cumplimiento de los límites previstos en 
el presente Título: 
 

1. Las operaciones realizadas con la Nación, el Banco de la República y los 
organismos multilaterales en los términos del literal d) del numeral 1 del artículo 
2.1.1.3.2 del presente decreto, cuando actúan como contrapartes o garantes. 
 

2. Las operaciones realizadas con el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras­ 
FOGAFIN o el Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas- FOGACOOP, 
cuando estos actúen como acreedores, garantes, o emisores de instrumentos 
financieros. 
 

3. Las operaciones que celebren las instituciones vigiladas en desarrollo de los 
programas de adecuación aprobados y supervisados por la Superintendencia 
Financiera de Colombia. 
 

4. Las exposiciones que se deducen del patrimonio básico ordinario a las que hace 
referencia el artículo 2.1.1.1.11 del presente decreto. 
 

5. Las exposiciones de Finagro, Findeter y Bancoldex con el establecimiento de crédito 
por concepto de redescuento. 
 

6. Las exposiciones que sean aceptadas por una cámara de riesgo central de 
contraparte, cuando esta se interponga como contraparte. 
 

7. Créditos interbancarios intradía. 
 

8. Las inversiones obligatorias o forzosas. 



 
 

 
9. El valor de las inversiones de capital, de las inversiones en bonos obligatoriamente 

convertibles en acciones, en bonos subordinados opcionalmente convertibles en 
acciones o, en general, en instrumentos de deuda subordinada, efectuadas en forma 
directa o indirecta en entidades sometidas al control y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia o en entidades financieras del exterior, 
cuando se trate de entidades respecto a las cuales haya lugar a consolidación. 
 

10. Cuando se trate de las corporaciones financieras, el valor de las inversiones de 
capital, de las inversiones en bonos obligatoriamente convertibles en acciones, en 
bonos subordinados opcionalmente convertibles en acciones o, en general, en 
instrumentos de deuda subordinada, efectuadas en forma directa o indirecta en 
empresas diferentes a las entidades sometidas a control y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia o entidades financieras del exterior, 
respecto de las cuales se declare control. 
 

Parágrafo. Para las operaciones exceptuadas contenidas en los numerales 9 y 10 del 
presente artículo, los establecimientos de crédito deberán establecer políticas, controles y 
límites, en relación con su base de patrimonio, para la gestión del riesgo de grandes 
exposiciones y de concentración de riesgo, conforme a las instrucciones que para el efecto 
imparta la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Artículo 2.1.2.1.5 Garantías admisibles. Para los efectos del presente Título, se 
considerarán como garantías admisibles aquellas que cumplan las siguientes condiciones: 
 

1. Que la garantía constituida tenga un valor establecido con base en criterios técnicos 
y objetivos que sea suficiente para cubrir el monto garantizado durante la vigencia 
de la obligación. 
 

2. Que la garantía ofrezca un respaldo jurídicamente eficaz al pago de la obligación 
garantizada al otorgar a la contraparte una preferencia o mejor derecho para obtener 
el pago de la obligación y cuya posibilidad de realización sea razonablemente 
adecuada. 
 

3. Que la garantía este constituida en primer grado a favor de la entidad vigilada, para 
el caso de aquellas que admiten diferentes grados. 
 

Parágrafo 1. Los bienes dados en leasing financiero, excepto el leasing inmobiliario, 
tendrán los mismos efectos de cubrimiento que una garantía admisible, siempre y cuando 
cumplan con las condiciones establecidas en el presente artículo. 
 
Parágrafo 2. Las garantías admisibles de que trata este artículo deberán cumplir las 
instrucciones sobre idoneidad y valoración de garantías señaladas en el artículo 2.1.1.3.4. 
del presente decreto. 
 
Artículo 2.1.2.1.6 Garantías no admisibles. No será admisible como garantía para los 
propósitos del presente Título la entrega de títulos valores salvo que se trate de la 



 
 
pignoración de títulos valores emitidos, aceptados o garantizados por instituciones 
financieras o entidades emisoras de valores en el mercado público local. 
 
Tampoco serán garantías admisibles las acciones, títulos valores, certificados de depósito 
a término, o cualquier otro documento de su propio crédito o que haya sido emitido por sus 
subordinadas, su matriz o las subordinadas de ésta, con excepción de los certificados de 
depósito emitidos por almacenes generales de depósito. 
 
Artículo 2.1.2.1.7 Grupo conectado de contrapartes. Para los efectos del presente 
Título, dos o más contrapartes conforman un grupo conectado de contrapartes cuando se 
evidencia el cumplimiento de al menos una de las siguientes condiciones: 
 
1. Situación de control. Existe situación de control o de grupo empresarial entre 

contrapartes en los casos definidos en los artículos 260 y 261 del Código de Comercio 
y el artículo 28 de la Ley 222 de 1995, o de las normas que los modifiquen, sustituyan 
o adicionen. 

 
2. Conglomerado financiero. Las contrapartes pertenecen a un conglomerado 

financiero, el cual está definido en el artículo 2 de la Ley 1870 de 2017 o las normas 
que la reglamenten, modifiquen, sustituyan o adicionen. 

 
3. Situación de interdependencia económica. Se entiende que existe interdependencia 

económica entre dos o más contrapartes cuando, a raíz de la existencia de vínculos o 
relaciones de carácter económico, la aparición de problemas financieros que impliquen 
la dificultad para efectuar el pago de las obligaciones o compromisos de una contraparte 
hacen probable que la otra u otras también experimenten este tipo de dificultades. Existe 
una situación de interdependencia económica entre contrapartes cuando se cumpla, al 
menos uno de los siguientes criterios: 

 
3.1. El cincuenta por ciento (50 %) o más de los ingresos o gastos brutos anuales de 

una contraparte son derivados de operaciones con otra contraparte. 
 

3.2. El cincuenta por ciento (50 %) o más de la producción de una contraparte se vende 
a otra contraparte que no puede ser sustituida fácilmente. 

 
3.3. Una contraparte tiene parcial o totalmente garantizada la exposición de otra 

contraparte y el monto de la garantía es igualo superior al treinta por ciento (30 %) 
del patrimonio del garante, de forma tal que, ante una reclamación de la garantía, 
el garante es propenso a incumplir su obligación directa con el establecimiento de 
crédito. 

 
3.4. La insolvencia o el incumplimiento de una contraparte podría generar la insolvencia 

o el incumplimiento de otra. 
 

3.5. Dos o más contrapartes comparten una misma fuente de financiación, que 
representa más del cincuenta por ciento (50 %) de los recursos necesarios para el 
pago de las obligaciones, y dicha fuente no puede ser sustituida fácilmente, de tal 



 
 

manera que la insolvencia de la fuente de financiación común puede conllevar el 
incumplimiento simultáneo de las contrapartes. 

 
3.6. Aquellos factores que el establecimiento de crédito considere que, en adición a los 

anteriormente enunciados, constituyen una situación de interdependencia 
económica. Dicho(s) factor(es) debe(n) estar soportado(s) técnicamente. 

 
3.7. La Superintendencia Financiera de Colombia podrá emitir instrucciones conforme 

la definición dispuesta en este numeral para incluir cualquier otro criterio que 
amerite la constitución de grupos conectados de contrapartes. 

 
4. Otras condiciones. En adición a las anteriores condiciones, se deberán tener en 

cuenta los siguientes criterios: 
 
4.1. Para personas naturales: Hacen parte de un mismo grupo conectado de 

contrapartes: 
 

4.1.1. Los cónyuges, compañeros o compañeras permanente y/o parientes dentro 
del 20 grado de consanguinidad, 20 de afinidad y único civil de la otra 
contraparte. 
 

4.1.2. Las personas jurídicas respecto de las cuales las personas naturales 
indicadas en el numeral 4.1.1. anterior se encuentren en alguna de las 
condiciones de conformación de grupos conectados de contrapartes 
contempladas en los numerales 1, 2 Y 3 del presente artículo. 

 
4.2. Para otros vehículos: Se incluirán en el grupo conectado de contrapartes: 

 
4.2.1. Los patrimonios autónomos, universalidades y vehículos de inversión, 

cuando los fideicomitentes y/o inversionistas sean contrapartes del 
establecimiento de crédito y su participación en el patrimonio autónomo, 
universalidad o vehículo de inversión representa más del cinco por ciento (5 
%) de la base del patrimonio del establecimiento de crédito definida en el 
numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto, individualmente o de 
forma conjunta con las otras contrapartes que cumplan lo definido en los 
numerales anteriores, o 
 

4.2.2. Los patrimonios autónomos, o cualquier vehículo de inversión, y sus 
fideicomitentes que sean contrapartes del establecimiento de crédito, cuando 
los fideicomitentes mantengan más del cincuenta por ciento (50 %) de la 
participación en el patrimonio autónomo o en cualquier vehículo de inversión, 
individualmente o de forma conjunta con las otras contrapartes que cumplan lo 
definido en los numerales 1 y 2 del presente artículo. 

 
Parágrafo 1. Para la aplicación del numeral 3 del presente artículo, no se requiere que el 
establecimiento de crédito incluya una contraparte en un grupo conectado de contrapartes 
cuando evidencie que dicha contraparte podría superar los problemas financieros, o incluso 
la insolvencia, que sean consecuencia de los problemas financieros de otra contraparte o 



 
 
contrapartes del grupo. No se requiere incluir dicha contraparte en el grupo conectado de 
contrapartes si encontrara socios comerciales o fuentes de financiación alternativos en el 
plazo máximo de un año. Lo anterior debe quedar soportado técnicamente en un 
documento a disposición de la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Parágrafo 2. El análisis detallado de interdependencia económica con contrapartes 
conectadas no será necesario cuando las exposiciones no representan riesgos materiales 
para la solvencia del establecimiento de crédito. El análisis se debe realizar cuando la suma 
de las exposiciones a una contraparte individual supere el cinco por ciento (5 %) de la base 
del patrimonio del establecimiento de crédito, definida en el numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 
del presente decreto. La Superintendencia Financiera de Colombia podrá emitir 
instrucciones para definir un porcentaje menor. 
 
Artículo 2.1.2.1.8 Excepción a la acumulación. No será aplicable lo dispuesto a la 
conformación de grupos conectados de contrapartes definidas en el artículo 2.1.2.1.7 
anterior cuando se trate de inversionistas institucionales o sociedades cuyo objeto principal 
y exclusivo sea la realización de inversiones en el mercado de capitales, previa autorización 
en cada caso de la Superintendencia Financiera de Colombia, siempre que se compruebe 
la existencia de las siguientes circunstancias entre las personas jurídicas cuyas 
exposiciones deben acumularse: 
 

1. Cuando la sociedad no ha intervenido, directa o indirectamente, en la gestión de la 
empresa ni se propone hacerlo durante el período de vigencia de la operación de 
crédito respectiva. 
 

2. Cuando durante los cinco (5) años anteriores a la solicitud no haya concurrido a 
designar administradores o, habiéndolo hecho, no son administradores ni 
funcionarios de la matriz y han ejercido sus funciones al margen de cualquier 
influencia de la matriz. 
 

Artículo 2.1.2.1.9 Excepción a la acumulación para la financiación especializada de 
proyectos. Las exposiciones de los establecimientos de crédito frente a proyectos que 
cumplan con las características definidas en el artículo 2.1.1.3.3 del presente decreto, con 
excepción de los literales c) y e) del mencionado artículo, no se agregarán a las 
exposiciones frente a los accionistas, consorciados, miembros de uniones temporales o 
miembros de otro vehículo de asociación mayoritarios, a través del cual se ejecute este tipo 
de proyectos, siempre y cuando dichos proyectos cumplan alguna de las siguientes 
condiciones: 
 

1. Se trate de proyectos que hayan concluido la etapa de construcción en su 
totalidad y estén en etapa de operación o mantenimiento; 
 

2. Tratándose de proyectos que se encuentren en etapa de construcción, que estos 
cumplan adicionalmente, con los siguientes criterios: 

 
2.1. El cincuenta por ciento (50 %) o más de los recursos o ingresos no se 

deriven de operaciones con sus accionistas. 
 



 
 

2.2. Sus accionistas no garanticen los riesgos inherentes del proyecto. 
  

2.3. La totalidad de los aportes de capital que sus accionistas tengan que realizar 
al proyecto se hayan efectuado antes del primer desembolso de la 
financiación o que la realización de dichos aportes esté garantizada con 
carteras de crédito stand-by o algún instrumento equivalente en términos de 
ejecutabilidad, liquidez y calidad. 

 
2.4. No existan cláusulas de incumplimiento cruzado entre el proyecto y sus 

accionistas. 
 

2.5. Los activos o flujos del proyecto no estén garantizando otro(s) proyecto(s). 
 

Parágrafo. La verificación de las condiciones definidas en el presente artículo deberá ser 
consignada en un documento, el cual quedará a disposición de la Superintendencia 
Financiera de Colombia. 
 
Artículo 2.1.2.1.10 Límite a la concentración de riesgo. Las entidades referidas en el 
artículo 2.1.2.1.1 no podrán tener exposiciones con una contraparte o con un grupo 
conectado de contrapartes, directa o indirectamente, que conjunta o separadamente, 
superen el veinticinco por ciento (25 %) de la base del patrimonio de la que trata el numeral 
4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto.  
 
Artículo 2.1.2.1.11 Límite para accionistas y asociados. El límite consagrado en el 
artículo 2.1.2.1.10 anterior será del veinte por ciento (20 %) de la base del patrimonio de la 
que trata el numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto, respecto de todos los 
accionistas o asociados o quienes tengan inversión directa o indirecta en su capital social 
igualo superior al veinte por ciento (20 %) de la base del patrimonio de la que trata el 
numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto. Respecto de los demás accionistas, 
las normas del presente Título se aplicarán de la misma forma que a terceros. 
 
Las exposiciones con los accionistas o asociados de los que trata el inciso anterior deben 
ser agregadas tanto con las exposiciones de las contrapartes con las cuales conforman un 
grupo conectado de contrapartes en los términos del presente Título, como con aquellas 
exposiciones contraídas con sus parientes dentro del tercer grado de consanguinidad. 
 
Artículo 2.1.2.1.12 Límite al conjunto de grandes exposiciones. Las entidades no 
podrán mantener grandes exposiciones, definidas en el artículo 2.1.2.1.10 del presente 
decreto, que en su conjunto excedan ocho (8) veces la base del patrimonio de la que trata 
el numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto. 
 
Artículo 2.1.2.1.13 Cumplimiento de los límites. Las entidades a que se refiere el 
presente Título deberán dar cumplimiento permanente a los límites a la concentración de 
riesgo en forma individual y consolidada. Para lo anterior deberán tener en cuenta la base 
del patrimonio de la que trata el numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto, 
calculado con base en los estados financieros individuales y consolidados. 
 



 
 
Parágrafo. La base del patrimonio será calculada conforme a la última información 
reportada a la Superintendencia Financiera de Colombia. Para el efecto, los 
establecimientos de crédito se sujetarán a las instrucciones que expida la Superintendencia 
Financiera de Colombia. 
 
Artículo 2.1.2.1.14 Seguimiento a las grandes exposiciones. Los establecimientos de 
crédito deberán contar con políticas y procesos que permitan efectuar una identificación, 
seguimiento y gestión eficaz de todas las grandes exposiciones y de concentración de 
riesgo. 
 
Artículo 2.1.2.1.15 Información a la Superintendencia Financiera de Colombia. Los 
establecimientos de crédito a las que se refiere el presente Título deberán reportar en forma 
individual y consolidada a la Superintendencia Financiera de Colombia la siguiente 
información: 
 

1. Las grandes exposiciones con una contraparte o grupo conectado de contrapartes 
que superen el diez por ciento (10 %) de la base del patrimonio de la que trata el 
numeral 4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto. También aplica a las 
operaciones computables exceptuadas de acuerdo con el artículo 2.1.2.1.4. del 
presente decreto. 
 

2. Las exposiciones con una contraparte o grupo conectado de contrapartes que 
superen el diez por ciento (10 %) de la base del patrimonio de la que trata el numeral 
4 del artículo 2.1.2.1.2 del presente decreto, sin tener en cuenta el efecto de las 
respectivas garantías. 
 

3. Las veinte (20) mayores exposiciones al riesgo frente a una contraparte o grupo 
conectado de contrapartes, con independencia del patrimonio. 
 

4. Todas las exposiciones al riesgo exceptuadas según los artículos 2.1.2.1.4, 
2.1.2.1.8 Y 2.1.2.1.9 del presente decreto. 
 

Parágrafo 1. Los establecimientos de crédito deberán informar las clases y montos de las 
garantías vigentes para la operación, lo mismo que las prórrogas, renovaciones o 
refinanciaciones de las operaciones computables que conforman las exposiciones. 
 
Parágrafo 2. La Superintendencia Financiera de Colombia impartirá las instrucciones 
necesarias de que trata el presente artículo. 
 
Artículo 2.1.2.1.16 Programas de adecuación. Las normas previstas en el presente Título 
no se aplicarán a las prórrogas, novaciones y demás operaciones que celebren los 
establecimientos de crédito en desarrollo de programas de adecuación a los límites 
previstos en el presente Título, como resultado de procesos de estructuración empresarial 
definidos en el artículo 113 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. Dichos programas 
deberán ser aprobados y supervisados por la Superintendencia Financiera de Colombia." 
 
 
 



 
 
 

TEXTO ANTERIOR TÍTULO 2  LÍMITES INDIVIDUALES DE CRÉDITO 
 

TEXTO ANTERIOR CAPÍTULO 1CUPOS INDIVIDUALES DE ENDEUDAMIENTO 
 
Texto anterior Artículo 2.1.2.1.1.(Artículo 1º del Decreto 2360 de 1993). Límites 
individuales de crédito.  
Los establecimientos de crédito deberán efectuar sus operaciones de crédito evitando que 
se produzca una excesiva exposición individual. Para estos efectos, las instituciones 
deberán cumplir las normas mínimas establecidas en los títulos 2 y 3 del presente Libro en 
relación con el monto máximo de crédito que podrán otorgar a una misma persona natural 
o jurídica. 
 

Texto anterior Artículo 2.1.2.1.2.(Artículo 2º del Decreto 2360 de 1993 modificado 
por el Decreto 2653 de 1993 artículo 1) (Modificado por el artículo 1° del Decreto 816 
de 2014). Cuantía máxima del cupo individual.  
Ningún establecimiento de crédito podrá realizar con persona alguna, directa o 
indirectamente, operaciones activas de crédito que, conjunta o separadamente, superen el 
diez por ciento (10%) de su patrimonio técnico, si la única garantía de la operación es el 
patrimonio del deudor.  
 
Sin embargo, podrán efectuarse con una misma persona, directa o indirectamente, 
operaciones activas de crédito que conjunta o separadamente no excedan del veinticinco 
por cierto (25%) del patrimonio técnico, siempre y cuando las operaciones respectivas 
cuenten con garantías o seguridades admisibles suficientes para amparar el riesgo que 
exceda del cinco por ciento (5%) de dicho patrimonio, de acuerdo con la evaluación 
específica que realice previamente la institución. 
 
Parágrafo 1. Los establecimientos de crédito podrán aumentar el porcentaje al que hace 
referencia el inciso primero del presente artículo hasta un veinticinco por ciento (25%) de 
su patrimonio técnico, siempre y cuando el exceso corresponda a financiación de proyectos 
de infraestructura de la cuarta generación de concesiones viales (4G) bajo el esquema de 
Asociaciones Público Privadas (APP) descritas en la Ley 1508 de 2012, en los que la 
Agencia Nacional de Infraestructura (ANI) haga parte de la respectiva APP, siempre y 
cuando estén incluidos en el listado de proyectos del documento CONPES 3760 del 20 de 
agosto del 2013, o en el listado de proyectos de los demás documentos CONPES que se 
aprueben en concordancia con los lineamientos establecidos en el CONPES 3760 de 2013. 
 
Parágrafo 2. En el caso de la Financiera de Desarrollo Nacional (FDN), la cuantía máxima 
del cupo individual a la que se refiere este artículo se elevará hasta el cuarenta por ciento 
(40%) de su patrimonio técnico, cuando el exceso corresponda a la financiación de 
proyectos de infraestructura. Este cupo individual aplicará siempre que la FDN no tenga en 
sus balances las siguientes acreencias: depósitos simples, certificados de depósito a 
término (CDT), depósitos de ahorro, cuentas de ahorro especial, bonos hipotecarios, 
depósitos especiales, servicios bancarios de recaudo y depósitos electrónicos. En todo 
caso, a partir de la constitución de alguna de estas acreencias, la FDN no podrá realizar 
nuevas operaciones activas de crédito con aquellas contrapartes con las que mantenga un 



 
 
porcentaje de concentración superior al límite aplicable a los establecimientos de crédito en 
general. 
 

Texto anterior Artículo 2.1.2.1.3.(Artículo 3º del Decreto 2360 de 1993). Garantías 
admisibles.  
Para los propósitos del artículo anterior, se considerarán garantías o seguridades 
admisibles para garantizar obligaciones que en conjunto excedan del diez por ciento (10%) 
del patrimonio técnico aquellas garantías o seguridades que cumplan las siguientes 
condiciones:  
 
a) Que la garantía o seguridad constituida tenga un valor, establecido con base en criterios 

técnicos y objetivos, que sea suficiente para cubrir el monto de la obligación; y 
b) Que la garantía o seguridad ofrezca un respaldo jurídicamente eficaz al pago de la 

obligación garantizada al otorgar al acreedor una preferencia o mejor derecho para 
obtener el pago de la obligación. 
 

Texto anterior Artículo 2.1.2.1.4.(Artículo 4º del Decreto 2360 de 1993). Clases de 
garantías o seguridades admisibles.  
Las siguientes clases de garantías o seguridades siempre que cumplan las características 
generales indicadas en el artículo anterior, se considerarán como admisibles: 
 
a) Contratos de hipoteca; 
b) Contratos de prenda, con o sin tenencia y los bonos de prenda; 
c) (Adicionado por el artículo 1 del decreto 686 de 1999) Las garantías otorgadas por 

el Fondo Nacional de Garantías S. A. 
d) Depósitos de dinero de que trata el artículo 1173 del Código de Comercio; 
e) Pignoración de rentas de la Nación, sus entidades territoriales de todos los órdenes y 

sus entidades descentralizadas; 
f) Contratos irrevocables de fiducia mercantil de garantía, inclusive aquéllos que versen 

sobre rentas derivadas de contratos de concesión; 
g) Aportes a cooperativas en los términos del artículo 49 de la Ley 79 de 1988; 
h) La garantía personal de personas jurídicas que tengan en circulación en el mercado de 

valores papeles no avalados calificados como de primera clase por empresas 
calificadoras de valores debidamente inscritas en la Superintendencia Financiera de 
Colombia. Sin embargo, con esta garantía no se podrá respaldar obligaciones que 
representen más del quince por ciento (15%) del patrimonio técnico de la institución 
acreedora. 

i) (Adicionado por el artículo 1 del Decreto 466 de 2016) Las garantías mobiliarias que 
se constituyan de acuerdo con lo establecido en la Ley 1676de 2013. 

 

Parágrafo 1. Los contratos de garantía a que se refiere el presente artículo podrán versar 
sobre rentas derivadas de contratos de arrendamiento financiero o leasing, o sobre 
acciones de sociedades inscritas en bolsa. Cuando la garantía consista en acciones de 
sociedades no inscritas en bolsa o participaciones en sociedades distintas de las anónimas, 
el valor de la garantía no podrá establecerse sino con base en estados financieros de la 
empresa que hayan sido auditados previamente por firmas de auditoría independientes, 
cuya capacidad e idoneidad sea suficiente a juicio de la Superintendencia Financiera de 
Colombia. 



 
 
 
Parágrafo 2. La enumeración de garantías admisibles contemplada en este artículo no es 
taxativa; por lo tanto, serán garantías admisibles aquellas que, sin estar comprendidas en 
las clases enumeradas en este artículo, cumplan las características señaladas en el artículo 
anterior. 
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.5. (Artículo 5 del Decreto 2360 de 1993. Modificado por el 
artículo 2 del Decreto 466 de 2016).Garantías no admisibles.  
No serán admisibles como garantías o seguridades para los propósitos de los títulos 2 y 3 
del presente Libro, aquellas que consistan en la entrega de títulos valores, salvo que se 
trate de la pignoración de títulos valores emitidos, aceptados o garantizados por 
instituciones financieras o entidades emisoras de valores en el mercado público. 
 
Tampoco serán garantías admisibles para un establecimiento de crédito las acciones, 
títulos valores, certificados de depósito a término, o cualquier otro documento de su propio 
crédito o que haya sido emitido por su matriz o por sus subordinadas, con excepción de los 
certificados de depósito emitidos por almacenes generales de depósito 
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.6. (Artículo 6° del Decreto 2360 de 1996. Modificado por 
el artículo 16 del Decreto 1796 de 2008) Operaciones Computables. 
Para los efectos de los títulos 2 y 3 de este Libro, se computarán dentro del cupo individual 
de crédito, además de las operaciones de mutuo o préstamo de dinero, la aceptación de 
letras, el otorgamiento de avales y demás garantías, la apertura de crédito, los préstamos 
de cualquier clase, la apertura de cartas de crédito, los descuentos y demás operaciones 
activas de crédito de los establecimientos de crédito. 
 
Sin embargo, las garantías otorgadas por los establecimientos de crédito, distintas de 
aquellas que respalden operaciones con instrumentos financieros derivados y las que 
aseguren el pago de títulos valores, se computarán para el cumplimiento de los cupos 
individuales de crédito solamente por el cincuenta por ciento (50%) de su valor, siempre y 
cuando no excedan respecto de un mismo deudor del cinco por ciento (5%) del patrimonio 
técnico de la institución acreedora. 
 
(Modificado por el artículo 1 del Decreto 2219 de 2017). También computarán dentro del 
cupo individual de crédito las exposiciones netas en operaciones de reporto o repo, 
simultáneas y de transferencia temporal de valores y las exposiciones crediticias en 
operaciones con instrumentos financieros derivados, salvo para aquellas operaciones 
aceptadas por una cámara de riesgo central de contraparte, en cuyo caso tales 
exposiciones no computarán. 
 
Parágrafo 1. Para los efectos del presente artículo, se entiende como exposición neta en 
operaciones de reporto o repo, operaciones simultáneas y operaciones de transferencia 
temporal de valores, el monto que resulte de restar la posición deudora de la posición 
acreedora que ostenta la entidad en cada operación, siempre que este monto sea positivo. 
Para el cálculo de dichas posiciones deberán tenerse en cuenta el precio justo de 
intercambio de los valores cuya propiedad se transfiera y/o la suma de dinero entregada 
como parte de la operación, así como los intereses o rendimientos causados asociados a 
la misma. 



 
 
 
Parágrafo 2. Para determinar la exposición crediticia en operaciones con instrumentos 
financieros derivados serán aplicables las definiciones contenidas en el artículo 2.35.1.1.1 
del presente decreto. 
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.7 (Artículo 7 del Decreto 2360 de 1993). Excepciones.  
Las siguientes operaciones no se computarán para establecer el cumplimiento de los cupos 
individuales de crédito:  
 
1. Los empréstitos externos a la Nación. 
2. Las operaciones que celebren las instituciones financieras en desarrollo de los 

programas de adecuación a que se refiere el artículo 2.1.2.1.14  del presente decreto. 
3. Las que tengan origen en ventas a plazo de bienes de propiedad de la institución 

acreedora, cuyo monto sobrepase los porcentajes establecidos en los títulos 2 y 3 del 
presente Libro  y que tengan la autorización previa de la Superintendencia Financiera 
de Colombia. 

4. Las que realicen el Banco de la República o el Fondo de Garantías de Instituciones 
Financieras- FOGAFIN, como acreedores o garantes, con instituciones financieras. 

5. Los créditos de consumo que se otorguen a través de tarjetas de crédito a personas 
naturales, siempre y cuando el monto del cupo de crédito no supere los diez millones 
de pesos ($ 10.000.000.00) del año 1994. 

6. Los sobregiros sobre canje y operaciones de negociación de cheque sobre otras plazas, 
cuyo plazo no llegue a ser superior a cinco (5) días y no excedan del cinco por ciento 
(5%) del patrimonio técnico de la institución acreedora. 

7. (Adicionado por el Decreto 1379 de 2001, artículo 1º). El exceso sobre los límites 
previstos en los títulos 2 y 3 del presente Libro que se origine en la realización de 
operaciones activas de crédito con las entidades territoriales en desarrollo de acuerdos 
de reestructuración celebrados en los términos de la Ley 550 de 1999 o de la Ley 617 
de 2000, siempre y cuando el mismo se encuentre respaldado con garantía de la 
Nación. En consecuencia, los créditos otorgados o que se otorguen a las entidades 
territoriales computarán para establecer los cupos de crédito previstos en este decreto, 
así cuenten con la garantía de la Nación, salvo aquella parte que constituya el exceso. 

 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.8 (Artículo 8 del Decreto 2360 de 1993 modificado por 
el Decreto 1384 de 1995 Artículo 1). Cupos individuales de instituciones financieras.  
Los cupos individuales de crédito previstos en los títulos 2 y 3 del presente Libro podrán 
alcanzar hasta el treinta por ciento (30%) del patrimonio técnico del otorgante del crédito, 
tratándose de operaciones realizadas con instituciones financieras. 
 
No obstante, las obligaciones a cargo de instituciones financieras por concepto de 
operaciones de redescuento con Finagro, Findeter y Bancoldex, no estarán sujetos a los 
límites de que trata este capítulo.  
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.9  (Artículo 9 del Decreto 2360 de 1993  modificado por 
el Decreto 1201 de 2000 Artículo 1º, modificado por el Decreto 1360 de 2005). Límites 
especiales.  
Las operaciones de crédito cuyo pago se garantice con una carta de crédito stand-by 
expedida por una entidad financiera del exterior, podrán alcanzar hasta el cuarenta por 



 
 
ciento (40%) del patrimonio técnico del respectivo establecimiento de crédito. Si la entidad 
financiera del exterior que otorga la carta de crédito stand-by es matriz o subordinada del 
establecimiento de crédito, las operaciones de crédito solamente podrán alcanzar hasta el 
treinta por ciento (30%) de dicho patrimonio. 
 
Para efectos del límite a que se hace mención en el inciso anterior, la respectiva carta de 
crédito stand-by deberá cumplir con las siguientes características: 
 
a) Ser expedida por una entidad financiera del exterior cuya calificación de largo plazo más 

reciente, con base en los índices que determine la Superintendencia Financiera de 
Colombia, sea igual o superior a A o A2. La Superintendencia Financiera de Colombia 
determinará la forma de acreditar la calificación; 

b) Ser expedida única e irrevocablemente a favor del respectivo establecimiento; 
c) Ser pagada a su solo requerimiento; 
d) Ser avisada por un “Banco Avisador” en Colombia. 
 
Las garantías otorgadas por una filial en el exterior de establecimientos de crédito del país 
podrán alcanzar hasta el veinticinco por ciento (25%) del patrimonio técnico de la institución 
matriz colombiana. 
 
El incumplimiento a lo previsto en el presente artículo dará lugar a las sanciones 
correspondientes a la violación de las disposiciones sobre límites de crédito, las cuales 
serán impuestas por la Superintendencia Financiera de Colombia, sobre la totalidad del 
exceso. 
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.10 (Artículo 10 del Decreto 2360 de 1993). Operaciones 
que se entienden realizadas con una misma persona jurídica.  
Para los efectos de los títulos 2 y 3 del presente Libro  se entenderán efectuadas con una 
misma persona jurídica, además de las operaciones realizadas con ésta, las siguientes: 
 
1. Las celebradas con las personas jurídicas en las cuales tenga más del cincuenta por 

ciento (50%) del capital o de los derechos de voto, o el derecho de nombrar más de la 
mitad de los miembros del órgano de administración. 

2. Las celebradas con personas jurídicas en las cuales sea accionista o asociado y la 
mayoría de los miembros de los órganos de administración o control hayan sido 
designados por el ejercicio de su derecho de voto, salvo que otra persona tenga 
respecto de ella los derechos o atribuciones a que se refiere el numeral anterior. 

3. Las celebradas con personas jurídicas de las cuales sea accionista o asociado, cuando 
por convenio con los demás accionistas de la sociedad controle más del cincuenta por 
ciento (50%) de los derechos de voto de la correspondiente entidad.  

4. Las celebradas con personas jurídicas en las cuales, aquella o quienes la controlen, 
tengan una participación en el capital igual o superior al veinte por ciento (20%), siempre 
y cuando la entidad accionista como aquélla de la cual es socia o asociada se 
encuentren colocadas bajo una dirección única o sus órganos de administración, de 
dirección o de control estén compuestos o se encuentren mayoritariamente controlados 
por las mismas personas. 

 



 
 
Parágrafo 1. Para la aplicación de lo dispuesto en este artículo se tendrán en cuenta, 
además de los derechos de voto o de nombramiento de la persona jurídica, los mismos 
derechos de una filial o subsidiaria suya y los de cualquier otra persona que obre en su 
nombre o de sus filiales o subsidiarias. 
 
Parágrafo 2. Para estos mismos efectos no se considerarán los derechos de voto o 
nombramiento que se deriven de acciones o derechos de voto poseídos por cuenta de 
terceros o en garantía, siempre que en este último caso los derechos de voto se ejerzan en 
interés de quien ofrece la garantía. 
 
Parágrafo 3. En todo caso, el establecimiento de crédito deberá acumular las obligaciones 
de personas jurídicas que representen un riesgo común o singular cuando, por tener 
accionistas o asociados comunes, administradores comunes, garantías cruzadas o una 
interdependencia comercial directa que no puede sustituirse a corto plazo, en el evento en 
que se presentara una grave situación financiera para una de ellas se afectaría 
sustancialmente la condición financiera de la otra u otras, o cuando el mismo factor que 
pudiera determinar una difícil situación para una de ellas también afectaría en un grado 
semejante a las demás. 
 
Parágrafo 4. (Adicionado por el Decreto 2653 de 1993, artículo 4º). Las personas 
jurídicas de derecho público y las entidades descentralizadas del sector público en sus 
diferentes órdenes no serán sujetos de la aplicación de lo previsto en el presente artículo. 
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.11 (Artículo 11 del Decreto 2360 de 1993). Acumulación 
en personas naturales. 
Se entenderán otorgadas a una misma persona natural, las siguientes operaciones: 
 
1. Las otorgadas a su cónyuge, compañero o compañera permanente y los parientes 

dentro del 2º grado de consanguinidad, 2º de afinidad y único civil. 
 

2. Las celebradas con personas jurídicas respecto de las cuales la persona natural, su 
cónyuge, compañero o compañera permanente o los parientes indicados en el numeral 
anterior se encuentren en alguno de los supuestos de acumulación contemplados en el 
artículo 2.1.2.1.10 del presente decreto. 

 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.12 (Artículo 12 del Decreto 2360 de 1993). Excepción a 
la acumulación.  
No será aplicable lo dispuesto en el artículo 2.1.2.1.10 del presente decreto cuando se trate 
de inversionistas institucionales o sociedades cuyo objeto principal y exclusivo sea la 
realización de inversiones en el mercado de capitales, previa autorización en cada caso de 
la Superintendencia Financiera de Colombia, siempre que se compruebe la existencia de 
las siguientes circunstancias entre las personas jurídicas cuyos créditos deben acumularse: 
 
a) Cuando la sociedad no ha intervenido, directa o indirectamente, en la gestión de la 

empresa ni se propone hacerlo durante el período de vigencia de la operación de crédito 
respectiva. 



 
 
b) Cuando durante los cinco años anteriores a la solicitud no haya concurrido a designar 

administradores o, habiéndolo hecho, no son administradores ni funcionarios de la 
matriz y han ejercido sus funciones al margen de cualquier influencia de la matriz. 

 
No será aplicable lo dispuesto en el numeral 1º del artículo 2.1.2.1.11 cuando la persona 
natural respecto de la cual vaya a efectuarse la acumulación haya declarado previamente 
bajo juramento a la Superintendencia Financiera de Colombia que actúa bajo intereses 
económicos contrapuestos o independientes. 
 
Parágrafo. Las excepciones señaladas en este artículo no serán aplicables en aquellos 
casos en los cuales la entidad que realiza la operación disponga de información según la 
cual de todos modos deben considerarse como un riesgo común o singular.  
 
Texto anterior artículo 2.1.2.1.13 (Artículo 13 del Decreto 2360 de 1993). Cupos para 
accionistas. 
El límite máximo consagrado en el inciso 2º del artículo 2.1.2.1.2 de este decreto será del 
veinte por ciento (20%) respecto de accionistas que tengan una participación, directa o 
indirecta en su capital, igual o superior a dicho porcentaje. Respecto de los demás 
accionistas, las normas de los títulos 2 y 3 del presente Libro  se aplicarán de la misma 
forma que a terceros.  
 
El cómputo de obligaciones a cargo de una misma persona, cuando se trate de accionistas, 
se realizará en la misma forma indicada en los artículos anteriores con la salvedad de que 
no habrá lugar a las excepciones previstas en el artículo anterior y que se sumarán también 
las obligaciones contraídas por parientes dentro del tercer grado de consanguinidad y 
segundo de afinidad. 
 
Texto anterior 2.1.2.1.14 (Artículo 14 del Decreto 2360 de 1993). Programas de 
adecuación.  
Las normas sobre límites de crédito previstas en este capítulo no se aplicarán a las 
prórrogas, novaciones y demás operaciones que celebren las instituciones financieras en 
desarrollo de programas de adecuación a los límites previstos en los títulos 2 y 3 del 
presente Libro, de procesos de fusión o, en general, de solución a situaciones de 
concentración crediticia que se produzcan como resultado de su entrada en vigencia; dichos 
programas deberán ser aprobados y supervisados por la Superintendencia Financiera de 
Colombia. 
 
Lo anterior sin perjuicio de las sanciones a que hubiere lugar por las infracciones cometidas 
con anterioridad al 26 de noviembre de 1993. 
 
Texto anterior 2.1.2.1.15 (Artículo 15 del Decreto 2360 de 1993). Límites respecto de 
residentes en el exterior.  
En sus operaciones activas de crédito con las personas que tengan domicilio principal en 
el exterior, las instituciones financieras deberán contar con un concepto independiente, 
técnico y fundado sobre la existencia, titularidad e idoneidad de las garantías ofrecidas por 
el deudor, lo mismo que sobre la efectividad de tales garantías bajo la legislación respectiva, 
excepto cuando se trate de operaciones garantizadas específicamente por instituciones 
financieras del exterior, a que se refiere el artículo 2.1.2.1.9  de este decreto. 



 
 
 
Texto anterior 2.1.2.1.16 (Artículo 16 del Decreto 2360 de 1993). Cupos de crédito en 
forma consolidada. 
Los establecimientos de crédito que tengan filiales en el exterior deberán consolidar con 
éstas sus operaciones de crédito individuales. Por lo tanto, las entidades matrices no 
podrán efectuar operaciones de crédito con una misma persona natural o jurídica que, 
incluyendo las operaciones realizadas por sus filiales, excedan de los porcentajes y límites 
máximos establecidos en este capítulo. 
 
En este caso, los límites respectivos se aplicarán respecto del patrimonio técnico de las 
entidades respectivas calculado con base en balances consolidados de acuerdo con las 
reglas que dicte al respecto la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Para efectos de lo dispuesto en el artículo 208 del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero, los límites establecidos en forma consolidada constituirán los límites máximos 
autorizados para el otorgamiento de crédito a los accionistas respecto de entidades que 
conforme a los títulos 2 y 3 del presente Libro deban consolidar sus riesgos individuales. 
 
Texto anterior 2.1.2.1.17 (Artículo 17 del Decreto 2360 de 1993). Cupos de crédito de 
otras entidades. 
Lo dispuesto en el presente capítulo será aplicable a las demás entidades sometidas al 
control y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia. En tal caso, el nivel 
adecuado de patrimonio que reflejen para dar cumplimiento a las normas de solvencia 
vigentes para cada tipo de entidad se considerará como patrimonio técnico. 
  
Texto anterior 2.1.2.1.18 (Artículo 1° del Decreto 1862 de 1999). Créditos concedidos 
a la Nación. 
 
Los créditos concedidos a la Nación, cuyos plazos no sean mayores a ciento ochenta (180) 
días, no se tendrán en cuenta para establecer los límites de que tratan los títulos 2 y 3 del 
presente Libro. 
 
 

TÍTULO 3 LÍMITES DE CONCENTRACIÓN DE RIESGOS 
 
Artículo 2.1.3.1.1 (Artículo 18 del Decreto 2360 de 1993 modificado por el Decreto 343 
de 2007 artículo 12). Concentración de riesgos.  
Además de los límites de concentración de crédito fijados en el Capítulo I del Titulo 2 del 
presente Libro, establécense también límites de concentración de riesgos a los 
establecimientos de crédito. Para este efecto, se computarán como riesgos las operaciones 
activas de crédito en los términos del Capítulo I del Titulo 2 del presente libro, los activos 
entregados en arrendamiento financiero o leasing a la misma persona natural o jurídica 
conforme a las mismas reglas de dicho capítulo, lo mismo que las inversiones en acciones 
o participaciones en las empresas deudoras o en bonos u otros títulos negociables en el 
mercado emitidos por las mismas. 
 
Para el cómputo de este límite, los activos entregados en arrendamiento financiero o leasing 
se computarán por el cincuenta por ciento (50%) del valor del bien. Este porcentaje será 



 
 
del setenta y cinco por ciento (75%) cuando, a juicio de la entidad, el bien dado en 
arrendamiento financiero no sea susceptible de enajenarse fácilmente en el mercado 
secundario sin pérdida significativa sobre su valor en libros. 
 
Los valores entregados en desarrollo de las operaciones de reporto o repo, operaciones 
simultáneas y operaciones de transferencia temporal de valores, también serán tenidos en 
cuenta para el cómputo de los límites de que trata el presente artículo, con excepción de 
aquellos obtenidos previamente en el desarrollo de las mencionadas operaciones. 
 
Parágrafo 1. Los valores transferidos en desarrollo de las operaciones repo o reporto, 
simultáneas o de transferencia temporal de valores deberán ser tenidos en cuenta para los 
efectos previstos en este artículo, mientras permanezcan en el balance del enajenante, 
originador o receptor, según sea el caso, conforme a las disposiciones contables que rigen 
dichas operaciones. 
 
Parágrafo 2. (Modificado por el artículo 2 del Decreto 2219 de 2017). Con respecto a 
los valores recibidos en desarrollo de las operaciones de reporto o repo, operaciones 
simultáneas y operaciones de transferencia temporal de valores, estos computarán por un 
monto equivalente al cincuenta por ciento (50%) de su valor, salvo cuando estos se hayan 
recibido por virtud de operaciones con la Nación, con el Banco de la República o aquellas 
aceptadas por una cámara de riesgo central de contraparte, en cuyo caso tales valores no 
computarán. 
 
Artículo 2.1.3.1.2  (Artículo 19 del Decreto 2360 de 1993). Límite de concentración de 
riesgos. 
El límite de concentración de riesgos de que trata el artículo anterior será equivalente al 
treinta por ciento (30%) del patrimonio técnico del respectivo establecimiento, excepto en 
el caso de las corporaciones financieras que será del treinta y cinco por ciento (35%) del 
patrimonio técnico. 
 
(Inciso adicionado por el Decreto 3011 de 2005, artículo 1º). Para las operaciones de 
crédito realizadas en los términos del artículo 2.1.2.1.9 del presente decreto, el límite de 
concentración de riesgos será equivalente al cuarenta por ciento (40%) del patrimonio 
técnico del respectivo establecimiento de crédito. 
 
Artículo 2.1.3.1.3  (Artículo 20 del Decreto 2360 de 1993). Información a la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 
Toda situación de concentración de riesgo superior al diez por ciento (10%) del patrimonio 
técnico, que se produzca de acuerdo con las normas de los títulos 2 y 3 del presente Libro, 
cualquiera que sean las garantías existentes, deberá ser reportada trimestralmente a la 
Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Así mismo, en la misma oportunidad deberán informarse las clases y montos de las 
garantías vigentes para la operación, lo mismo que las prórrogas, renovaciones o 
refinanciaciones de las obligaciones que conforman la concentración de riesgo.  
 
Artículo 2.1.3.1.4  (Artículo 21 del Decreto 2360 de 1993). Volumen máximo de 
situaciones de concentración de riesgo. 



 
 
Los establecimientos de crédito no podrán mantener situaciones de concentración de riesgo 
a que se refiere el artículo anterior que en su conjunto excedan de ocho (8) veces su 
patrimonio técnico. 
 
Artículo 2.1.3.1.5  (Artículo 22 del Decreto 2360 de 1993). Sanciones. 
El incumplimiento de las normas sobre concentración de riesgos previstas en el presente 
Título dará lugar a la imposición de las sanciones a que se refieren los artículos 209 y 211 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero.  
 
Artículo 2.1.3.1.6  (Artículo 23 del Decreto 2360 de 1993). Definición de patrimonio 
técnico. 
Para efectos de la aplicación de lo previsto en los títulos 2 y 3 del presente Libro, se 
considerará como patrimonio técnico el definido como tal para el cumplimiento de las 
normas sobre niveles adecuados de patrimonio. 
 
Además, el patrimonio técnico será el calculado con base en el último balance mensual que 
se haya transmitido a la Superintendencia Financiera de Colombia. En el evento de que no 
se produzca la transmisión oportunamente y la información contable disponible por la 
entidad indica que el patrimonio técnico inferior al último transmitido a la Superintendencia 
Financiera de Colombia, deberá tomarse en cuenta para los títulos 2 y 3 del presente Libro 
dicha, información contable. 
 

TÍTULO 4 PUBLICACIÓN DE INFORMACION RELACIONADA CON LOS SISTEMAS 
ABIERTOS  DE TARJETAS DEBITO Y CREDITO 

 
 
Artículo 2.1.4.1.1 (Artículo 1° de Decreto 2230 de 2006) Definiciones.  
Para los efectos de este Título se adoptan las siguientes definiciones:  
 
a) Establecimientos de crédito emisores: son los establecimientos de crédito que, dentro 

de un sistema abierto de tarjetas, emiten tarjetas débito o crédito a favor de los 
tarjetahabientes;  

 

b) Establecimientos de crédito adquirentes: son los establecimientos de crédito que, dentro 
de un sistema abierto de tarjetas, pagan, a los propietarios de los establecimientos de 
comercio en los cuales los tarjetahabientes realizan adquisiciones con tarjetas débito o 
crédito, el valor de las utilizaciones efectuadas con tales tarjetas;  

 

c) Comisión de adquirencia: es la comisión cobrada por los establecimientos de crédito 
adquirentes a los propietarios de los establecimientos de comercio en los cuales los 
tarjetahabientes realizan adquisiciones con tarjetas débito o crédito;  

 

d) Tarifa interbancaria de intercambio: es la comisión establecida a favor de los 
establecimientos de crédito emisores y a cargo de los establecimientos de crédito 
adquirentes;  

 

e) Cuota de manejo: es la comisión cobrada por los establecimientos de crédito emisores 
a los tarjetahabientes;  

 



 
 
f) Sistema abierto de tarjetas: es el sistema de pagos de bajo valor en el cual actúan como 

participantes, tanto establecimientos de crédito emisores como establecimientos de 
crédito adquirentes, así como entidades administradoras de tales sistemas.  

 
Artículo 2.1.4.1.2  (Artículo 2 del Decreto 2230 de 2006). Información a los usuarios de 
los sistemas abiertos de tarjetas débito y crédito. 
Las entidades administradoras de sistemas abiertos de tarjetas deberán publicar, en las 
páginas económicas de un diario de amplia circulación nacional, con una periodicidad 
trimestral y referida al respectivo trimestre, la siguiente información: 
 
a) La comisión de adquirencia; 
b) La tarifa interbancaria de intercambio, y 
c) La cuota de manejo. 
 
Parágrafo 1. La información a que se refiere el presente artículo deberá discriminarse por 
cada establecimiento de crédito, separando la relativa a las tarjetas débito y a las tarjetas 
crédito, y deberá estar expresada en mínimos, máximos y promedios ponderados. 
 
La información relativa a los literales a) y b) del presente artículo deberá publicarse en un 
solo aviso y la información relativa al literal c) del presente artículo deberá publicarse en 
aviso separado. 
 
Parágrafo 2. Para los efectos previstos en este artículo, los establecimientos de crédito 
adquirentes y emisores, según les corresponda, deberán entregar a las entidades 
administradoras de sistemas abiertos de tarjetas la información pertinente, en la forma y 
oportunidad que estas señalen, para que las mismas procedan a su publicación. En caso 
de incumplimiento por parte de los establecimientos de crédito en la remisión oportuna de 
la información, las entidades administradoras lo reportarán a la Superintendencia 
Financiera de Colombia. 
 
Parágrafo 3. La información a que se refieren los literales a) y b) del presente artículo 
deberá estar discriminada por cada una de las categorías de establecimientos de comercio 
o sectores, de conformidad con la clasificación que las entidades administradoras de 
sistemas abiertos de tarjetas tengan establecidas para los propósitos de administración de 
tales sistemas. 
 
Parágrafo 4. Para los efectos previstos en el presente artículo, los trimestres se calcularán 
entre el 1° de enero y el 31 de marzo, el 1° de abril y el 30 de junio, el 1º de julio y el 30 de 
septiembre y el 1º de octubre y el 31 de diciembre de cada año. La información de cada 
trimestre se deberá publicar dentro de los 20 días calendario del mes siguiente al respectivo 
corte trimestral. 
 
Artículo 2.1.4.1.3  (Artículo 3 del Decreto 2230 de 2006). Publicación. 
La información prevista en el Título decreto deberá ser enviada por las entidades 
administradoras de sistemas abiertos de tarjetas a la Superintendencia Financiera de 
Colombia, de conformidad con lo que esa entidad establezca para el efecto. 
 



 
 
Sin perjuicio de lo previsto en el presente Título, la Superintendencia Financiera de 
Colombia podrá publicar u ordenar la publicación de la información prevista en el presente 
artículo, por los medios que considere pertinentes, con el propósito de promover la 
competencia y la protección del consumidor. 
 
 

TÍTULO 5 INDICADORES DE DETERIORO FINANCIERO 
 
Artículo 2.1.5.1.1 (Artículo 1°  Decreto 2817 de 2000) Indicadores 
Los indicadores que se describen en este Título son los que permiten inferir un deterioro 
efectivo o potencial en la situación financiera de los establecimientos de crédito sujetos al 
control y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia. Tal deterioro dará lugar 
a que se adopten los programas de recuperación previstos en el numeral 6 del artículo 113 
del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 
 
Los programas de recuperación adoptados en los términos de este decreto, son de 
obligatorio cumplimiento para los establecimientos de crédito sujetos al control y vigilancia 
de la Superintendencia Financiera de Colombia. 
 
Artículo 2.1.5.1.2 (Artículo 2° Decreto 2817 de 2000) Relación de indicadores. 
Los indicadores que permiten inferir la situación de deterioro financiero son: 
 
2.1. Indicador de solvencia:  

Comportamiento de la relación de solvencia. Cuando un establecimiento de crédito 
presente, en tres (3) meses consecutivos, defectos en la relación de solvencia, la 
cual se define en los términos del Capítulo I del Título 1 del presente Libro, tal 
institución financiera deberá ejecutar un programa de recuperación, de acuerdo con 
los términos indicados en este Título. Sin embargo, la Superintendencia Financiera 
de Colombia podrá ordenar la iniciación del procedimiento previsto en el artículo 
2.1.5.1.5 y, en consecuencia será obligatoria la ejecución del programa de 
recuperación, si el defecto se presenta en dos (2) meses consecutivos. 
 

2.2. Indicador de liquidez:  
Incumplimiento del requerimiento legal del encaje. Cuando en dos oportunidades 
consecutivas, o en tres oportunidades dentro un plazo de tres (3) meses, un 
establecimiento de crédito presente defectos en los promedios diarios en la posición 
bisemanal de encaje que está obligado a mantener, según las disposiciones 
dictadas por la Junta Directiva del Banco de la República, tal establecimiento de 
crédito deberá ejecutar un programa de recuperación de acuerdo con los términos 
indicados en este Título. 
 

2.3. Indicador de gestión:  
Calificación de Gestión. Para los exclusivos fines de este decreto la calificación de 
la gestión desarrollada por un establecimiento de crédito se efectuará a partir de la 
identificación de prácticas de gestión que pongan en peligro su situación de 
solvencia o liquidez. La Superintendencia Financiera de Colombia, en uso de las 
facultades de supervisión, prevención y sanción que le otorga el Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero, especialmente los numerales 4 y 5 del artículo 326, 



 
 

identificará las prácticas ilegales, no autorizadas o inseguras que darán lugar a que 
la respectiva entidad deba ejecutar un programa de recuperación, de acuerdo con 
los términos indicados en este Título. 

 
Artículo 2.1.5.1.3 (Artículo 3° Decreto 2817 de 2000) Programa de Recuperación. 
Para los efectos de este Título se define como programa de recuperación la medida 
adoptada por la Superintendencia Financiera de Colombia encaminada a evitar que el 
respectivo establecimiento de crédito incurra en causal de toma de posesión o para 
subsanarla. 
 
Tal medida puede consistir, además de las previstas en el artículo 113 del Estatuto Orgánico 
del Sistema Financiero, en: 
 
a) Capitalizaciones; 
b) Reducciones forzosas de capital a una cifra no inferior al valor del patrimonio neto; 
c) Colocación obligatoria de acciones sin sujeción al derecho de preferencia; 
d) Venta forzosa, cesión o cualquier otra enajenación de activos, sean productivos o 

improductivos; 
e) Castigo de cartera; 
f) Constitución de provisiones; 
g) Prohibición de distribuir utilidades; 
h) Creación de mecanismos temporales de administración con o sin personería jurídica; 
i) Adopción de programas concretos para mejorar la recuperación de activos; 
j) Recomposición de pasivos; 
k) Redimensionamiento de la actividad crediticia, o de la estructura operativa o 

administrativa; 
l) Remoción de administradores, y 
m) En general, cualquier otra medida orientada a producir cambios institucionales para 

prevenir futuros deterioros financieros y mejorar la eficiencia y eficacia de la gestión del 
respectivo establecimiento de crédito. 

 
Artículo 2.1.5.1.4 (Artículo 4° Decreto 2817 de 2000) Iniciación de procedimiento. 
En caso de que, bajo fundadas razones, la Superintendencia Financiera de Colombia 
prevea que en algún establecimiento de crédito se pueda llegar a presentar cualquiera de 
los eventos descritos en los numerales 2.1 o 2.2 del artículo 2.1.5.1.2 de este decreto, podrá 
ordenar la iniciación del procedimiento previsto en el artículo 2.1.5.1.5 y, en consecuencia, 
será obligatoria la ejecución de un programa de recuperación con arreglo a lo establecido 
en el presente Título. 
 
Artículo 2.1.5.1.5 (Artículo 5° Decreto 2817 de 2000) Procedimiento. 
Una vez la Superintendencia Financiera de Colombia establezca la existencia de cualquiera 
de los eventos descritos en el artículo 2.1.5.1.2 o se den los supuestos previstos en el 
artículo 2.1.5.1.4, se deberá seguir el siguiente procedimiento encaminado a la adopción 
del programa de recuperación: 
 
1. La Superintendencia Financiera de Colombia informará por escrito la iniciación del 

procedimiento por encontrarse el respectivo establecimiento de crédito dentro de uno 



 
 

cualquiera de los eventos descritos en el 2.1.5.1.2 o dentro de los supuestos previstos 
en el artículo 2.1.5.1.4.  

2. El establecimiento de crédito, dentro de los diez (10) días siguientes a la fecha de la 
notificación prevista en el numeral anterior, deberá presentar una propuesta de 
programa de recuperación. Tal propuesta deberá estar dirigida a subsanar de manera 
eficaz las causas que dan origen al deterioro financiero inferido a partir de la existencia 
de los eventos descritos en el artículo 2.1.5.1.2 de este decreto, o de los supuestos 
previstos en el artículo 2.1.5.1.4 y deberá consistir en una o en varias de las medidas 
indicadas en el artículo 2.1.5.1.3.  

3. La Superintendencia Financiera de Colombia, dentro del término de cinco (5) días, 
contados a partir de la fecha en que le sea presentada la propuesta de programa de 
recuperación, la aprobará, la rechazará por considerarla no viable, o le formulará las 
observaciones o correcciones que estime pertinentes. En caso de aprobación, dentro 
del mismo plazo, la Superintendencia Financiera de Colombia adoptará formalmente el 
programa de recuperación que el establecimiento de crédito debe ejecutar.  

4. En caso de que la propuesta de programa de recuperación sea rechazada o se le hayan 
formulado observaciones o correcciones, el establecimiento de crédito, dentro de los 
cinco días siguientes a la fecha en que le sea informada la situación prevista en el 
numeral anterior, deberá presentar una nueva propuesta en la cual se hayan atendido 
de manera completa y suficiente las observaciones formuladas por la Superintendencia 
Financiera de Colombia.  

5. La Superintendencia Financiera de Colombia, dentro de los cinco días siguientes a la 
presentación de la nueva propuesta de programa de recuperación, lo aprobará o 
rechazará de manera definitiva. 

6. En caso de rechazo la Superintendencia Financiera de Colombia, dentro del plazo 
indicado en el numeral anterior, adoptará el programa de recuperación que el 
establecimiento de crédito debe ejecutar, el cual comprenderá una o varias de las 
medidas previstas en el artículo 2.1.5.1.3 de este decreto. 

7. Si la Superintendencia Financiera de Colombia encuentra adecuada la nueva propuesta 
de programa planteada por el respectivo establecimiento de crédito, adoptará 
formalmente el programa de recuperación dentro del mismo plazo previsto en el numeral 
5 de este artículo. 

 
Parágrafo. Si el establecimiento de crédito detecta que se encuentra dentro de uno 
cualquiera de los eventos descritos en los numerales 2.1 y 2.2 del artículo 2.1.5.1.2, deberá 
informar inmediatamente de tal situación a la Superintendencia Financiera de Colombia 
para que se inicie el procedimiento establecido en este artículo. La omisión de este deber 
configurará automáticamente el evento descrito en el numeral 2.3 del artículo 2.1.5.1.2 y, 
en consecuencia, será obligatoria la ejecución de un programa de recuperación con arreglo 
a lo establecido en el presente Titulo. Esto, sin perjuicio de las demás medidas que pueda 
tomar la Superintendencia Financiera de Colombia por tal omisión de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 2.1.5.1.8. 
 
Artículo 2.1.5.1.6 (Artículo 6° Decreto 2817 de 2000) Plazo. 
Los programas de recuperación previstos en este decreto tendrán el plazo para su 
ejecución que en cada caso en particular determine la Superintendencia Financiera de 
Colombia, Tal plazo no podrá ser superior a ciento cincuenta días prorrogables a juicio de 
la Superintendencia Financiera de Colombia por una sola vez. 



 
 
 
Artículo 2.1.5.1.7 (Artículo 7° Decreto 2817 de 2000) Incumplimiento del programa. 
El incumplimiento del programa de recuperación podrá dar lugar a la aplicación del literal j) 
del numeral 1 del artículo 114 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 
 
Artículo 2.1.5.1.8 (Artículo 8° Decreto 2817 de 2000) Efectos de la adopción del 
programa. 
La adopción de los programas de recuperación que deban ejecutar los establecimientos de 
crédito, así como las funciones que se establecen en este decreto a la Superintendencia 
Financiera de Colombia, se deben entender sin perjuicio ni menoscabo de las funciones o 
atribuciones que la ley u otros reglamentos le otorgan a tal Superintendencia para el 
cumplimiento de sus funciones. 
 
 

TÍTULO 6  SERVICIOS FINANCIEROS A TRAVES DE CORRESPONSALES3 
(Título derogado por el artículo 3 del decreto 2672 del 21 de diciembre de 2012) 

 
 

TÍTULO 7 INVERSIONES EN SOCIEDADES DE SERVICIOS TECNICOS Y 
ADMINISTRATIVOS PARA LA PRESTACION DE LOS SERVICIOS DE 

CORRESPONSALES 
 
Artículo 2.1.7.1.1  (Artículo 9 del Decreto 2233 de 2006) (Modificado por el artículo 3 
del artículo 1745 de 2020) Inversión en sociedades de servicios técnicos y 
administrativos.  
Los establecimientos de crédito podrán invertir en sociedades de servicios técnicos y 
administrativos, cuyo objeto social consista en la prestación de los servicios de 
corresponsales a que se refiere el Título 9 del Libro 36 de la Parte 2 del presente decreto, 
incluido el procesamiento, transmisión, registro y demás gestión de los datos relacionados 
con dichas actividades, siempre y cuando estas sociedades no comprendan dentro de su 
objeto social actividades diferentes a las permitidas a las sociedades de servicios técnicos 
y administrativos. 
 
 

TÍTULO 8 OPERACIONES DE ADMINISTRACIÓN 
 
Artículo 2.1.8.1.1  (Artículo 1° del Decreto 611 de 2001 modificado por el artículo 1° 
del Decreto 161 de 2005). Autorización para realizar operaciones de administración. 
Los establecimientos de crédito podrán realizar las siguientes operaciones de 
administración, siempre y cuando los respectivos bienes y derechos se hayan originado en 
operaciones que puedan realizar en desarrollo de su objeto social: 
 
a. Los contratos y activos de cualquier clase, inclusive los propios, originados en 

operaciones autorizadas a los establecimientos de crédito, que a cualquier título 

 
3 Debe tenerse en cuenta las vigencias y derogatorias de éste título, el cual se encuentra contenido en el artículo 
3 del Decreto 2672 del 21 de Diciembre de 2012.  Artículo 3. Vigencia y Derogatorias. El presente decreto 
rige a partir de su publicación, modifica el título 9 del Libro 36 de la Parte 2 del Decreto 2555 de 2010 y deroga 
el título 6 del Libro 1 de la Parte 2, así como el título 19 del Libro 9 de la Parte 2 del Decreto 2555 de 2010. 



 
 

hubieren sido enajenados en forma definitiva e irrevocable por estas instituciones. 
b. Los bienes recibidos en dación en pago o los bienes dados en leasing que le hayan sido 

restituidos a la respectiva entidad. En estos eventos no se requiere que el 
establecimiento de crédito que administrará los activos contemple dentro de su objeto 
social las operaciones que dieron origen a la dación en pago de los bienes materia de 
administración ni la realización de operaciones de leasing. 

c. La cartera de créditos de vivienda otorgados por las cooperativas de ahorro y crédito, las 
cooperativas multiactivas con sección de ahorro y crédito, las cajas de compensación 
familiar y los fondos de empleados, en los términos del presente Título y bajo las 
siguientes condiciones: 
  
a) La administración de la cartera por parte de una entidad distinta a la originadora en 

virtud de las operaciones de que trata el presente Título, no afectará las facultades 
de inspección, vigilancia y control de la superintendencia encargada de la 
vigilancia de la respectiva caja de compensación, cooperativa de ahorro y crédito, 
cooperativa multiactiva o fondo de empleados. En consecuencia, la respectiva 
Superintendencia podrá solicitar la información que estime necesaria, adelantar 
visitas y demás tareas relacionadas con la labor de supervisión. El establecimiento 
de crédito deberá permitir y facilitar la acción supervisora de la autoridad 
encargada de la vigilancia de la entidad originadora;  

b) En los casos en que la entidad originadora deba cumplir con normas sobre 
calificación y clasificación de cartera, en el convenio que instrumente la 
administración por parte del respectivo establecimiento de crédito, se deberá 
prever que este se encargará de dar cumplimiento a las normas sobre la materia, 
incluyendo el reporte oportuno a las centrales de riesgo; 

c) Las provisiones a que haya lugar, deberán ser calculadas e informadas por parte 
del administrador a la entidad titular de la cartera con el fin de que esta las registre 
en su balance. El establecimiento de crédito deberá enviar una copia de la 
respectiva comunicación a la superintendencia encargada de la vigilancia de la 
entidad originadora de los créditos bajo su administración; 

d) El sistema de atención al público del establecimiento de crédito interesado en 
administrar cartera de vivienda, deberá contar con los mecanismos de información 
y solución necesarios para atender oportuna y suficiente las quejas e inquietudes 
de los deudores. 

 
Parágrafo. Los establecimientos de crédito que pretendan adelantar cualquiera de las 
operaciones señaladas en el presente artículo, deberán celebrar un contrato de 
administración de carácter no fiduciario en el cual se establezcan claramente las 
condiciones y términos bajo los cuales se prestará el servicio. En todo caso, la entrega de 
la administración no eximirá de responsabilidad a la entidad originadora por la debida 
atención a sus deudores, así como por el cumplimiento de las normas que rigen las 
diferentes actividades relacionadas con la cartera. 
 
Artículo 2.1.8.1.2  (Artículo 2 del Decreto 611 de 2001) (Modificado por el artículo 4 del 
Decreto 1745 de 2020) Límites temporales para bienes recibidos en pago o bienes 
dados en leasing restituidos.  
Cuando los activos a que se hace mención en el artículo anterior correspondan a bienes 
recibidos en dación en pago o a bienes dados en leasing que hayan sido restituidos, la 



 
 
administración de los mismos no podrá contratarse por plazos superiores a dos años, a 
menos que dicha administración esté contemplada dentro de planes de recuperación o de 
desempeño autorizados por el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras- FOGAFIN, 
por el Fondo de Garantías de Entidades Cooperativas- FOGACOOP o por la 
Superintendencia Financiera de Colombia. Igualmente, la administración podrá contratarse 
por un plazo mayor en aquellos casos en los cuales la Superintendencia Financiera de 
Colombia lo autorice, con carácter particular. 
 
 

TÍTULO 9 CONTRATOS DE AHORRO PROGRAMADO PARA LA COMPRA DE VIVIENDA 
CON DERECHO REAL DE HABITACION 

 
Artículo 2.1.9.1.1 (Artículo 1° del Decreto 332 de 2001). Objeto del contrato de ahorro 
programado para la compra de vivienda con derecho real de habitación.  
Los establecimientos de crédito están autorizados para suscribir contratos de ahorro 
programado cuyo objeto sea que los clientes hagan un ahorro que les permita a la 
finalización del contrato el pago de la cuota inicial de una vivienda y durante el plazo del 
mismo ocupar la vivienda, propiedad del establecimiento de crédito, en ejercicio del derecho 
real de habitación previsto en el contrato. 
 
Artículo 2.1.9.1.2  (Artículo 2° del Decreto 332 de 2001). Condiciones del contrato. 
Los contratos de ahorro programado para la compra de vivienda que se celebren de 
conformidad con lo dispuesto por este Título deberán cumplir las siguientes condiciones: 
 
1. Tener un plazo mínimo de seis (6) meses y no superior a tres (3) años. 
 

2. El monto que deberá ser ahorrado durante el plazo del contrato será por lo menos del 
treinta por ciento (30%) del valor del inmueble que el ahorrador desea adquirir o del 
veinte por ciento (20%) de ese valor tratándose de vivienda de interés social. 

 

3. El ahorrador se obligará a realizar depósitos periódicos a partir de la suscripción del 
contrato, según el plan de ahorro establecido en el mismo. 

 

4. El monto que se obliga a ahorrar el cliente no puede ser superior al treinta por ciento 
(30%) de su ingreso mensual o de los ingresos mensuales familiares. 

 

5. El establecimiento de crédito deberá realizar un estudio técnico para determinar la 
capacidad de cumplimiento del contrato por parte del ahorrador. 

 

6. Los valores ahorrados se registrarán en cuentas de ahorro programado para la compra 
de vivienda, así como los intereses devengados, y podrán ser retirados únicamente a 
la terminación del contrato. 

 

7. Establecer el derecho real de habitación sobre el inmueble escogido por el ahorrador 
en los términos previstos en el artículo 2.1.9.1.4 de este decreto. 

 

8. Establecer que a la finalización del contrato, el ahorrador tendrá la opción de compra 
del inmueble en las condiciones fijadas en el artículo 2.1.9.1.5 del presente decreto. 

 



 
 
Artículo 2.1.9.1.3 (Artículo 3 del Decreto 332 de 2001) Determinación del valor del 
inmueble. 
(Modificado por el artículo 5 del Decreto 1745 de 2020) Cuando el cliente haya escogido el 
inmueble respecto al cual desea suscribir el contrato de ahorro programado, se deberá 
realizar un avalúo técnico del mismo atendiendo las reglas vigentes sobre la materia, cuyo 
costo será asumido por partes iguales entre el establecimiento de crédito y el cliente. En 
caso de existir un avalúo cuya fecha de realización no sea superior a seis (6) meses, el 
mismo podrá utilizarse para determinar el valor del inmueble y no será necesario practicar 
uno nuevo. 
 
El valor así establecido servirá para efectos de calcular el monto del ahorro programado en 
el contrato y el valor inicial de la contraprestación a pagar por el derecho real de habitación. 
 
El establecimiento de crédito podrá encargar la realización de avalúos anuales del 
inmueble, cuyo costo será asumido en su totalidad por éste, para efectos de establecer el 
valor máximo de la contraprestación que puede cobrarse y de ajustar el monto del ahorro 
programado. 
 
Al momento de ejercerse la opción de compra del inmueble se practicará un nuevo avalúo 
del mismo, cuyo costo será asumido por partes iguales entre el establecimiento de crédito 
y el ahorrador. 
 
Parágrafo. En ningún caso los avalúos comerciales de los inmuebles podrán ser realizados 
por personas naturales o jurídicas relacionadas o vinculadas, directa o indirectamente, con 
el establecimiento de crédito dueño del inmueble. 
 
Para estos efectos, la calidad de persona natural o jurídica relacionada o vinculada directa 
o indirectamente se establecerá especialmente con base en los criterios consignados en 
los artículos 2.1.2.1.10, 2.1.2.1.11 y 2.1.2.1.12 del presente decreto y 26, 27 y 28 de la Ley 
222 de 1995. 
 
(“los títulos 2 y 3” expresión sustituida por el artículo 4 del Decreto 1533 de 2022) Así mismo, 
se entenderá que la relación o vinculación se predicará tanto de los accionistas y de los 
administradores de los establecimientos de crédito como de las personas naturales o 
jurídicas a ellos vinculadas o relacionadas, previa aplicación de las reglas de acumulación 
previstas en el Título 2 del presente Libro. 
 
Artículo 2.1.9.1.4  (Artículo 4 Decreto 332 de 2001). Derecho real de habitación.  
El derecho real de habitación que se establecerá en el contrato de ahorro programado para 
la adquisición de vivienda se sujetará a lo dispuesto en los siguientes numerales: 
 
1. Una vez suscrito el contrato, el establecimiento de crédito entregará al ahorrador el 

inmueble escogido por éste, el cual deberá estar en condiciones de ser habitado y al 
día en el pago de servicios públicos y administración. 

2. El contrato deberá establecer el valor que pagará el ahorrador al establecimiento de 
crédito como contraprestación mensual por el derecho real de habitación. Transcurridos 
doce (12) meses de ejecución del contrato en los cuales se haya cobrado un mismo 
valor de contraprestación el establecimiento de crédito podrá ajustar el valor de la 



 
 

misma en una proporción que no sea superior a la meta de inflación fijada por el Banco 
de la República para el año inmediatamente siguiente.  
En ningún caso el valor de la contraprestación podrá ser superior al cero punto ocho por 
ciento (0.8%) del valor del inmueble, establecido de acuerdo con lo dispuesto por el 
artículo 2.1.9.1.3 del presente decreto. 

3. Desde la fecha de entrega del inmueble al ahorrador, los gastos por concepto de 
servicios públicos domiciliarios, las reparaciones locativas y las cuotas de 
administración correrán por su cuenta.  

4. Las reparaciones indispensables no locativas serán de cargo del establecimiento de 
crédito siempre y cuando el ahorrador no las hubiere hecho necesarias por su culpa. 

5. En caso de que el ahorrador quiera hacer mejoras útiles al inmueble deberá contar con 
la autorización expresa y escrita del establecimiento de crédito con el cual tiene suscrito 
el contrato, permiso que no podrá ser negado salvo por causas razonables. En caso de 
terminación del contrato sin que el ahorrador ejerza la opción de compra, éste tendrá 
derecho a retirar las mejoras autorizadas siempre y cuando con ello no deteriore el 
inmueble y lo deje en las mismas condiciones en que lo recibió. Si no fuere posible 
retirar las mejoras sin deterioro del inmueble, las mismas se dejarán en el mismo. El 
establecimiento de crédito únicamente estará obligado a compensar al ahorrador el 
valor de las mejoras útiles cuando en la carta que autoriza la realización de las mismas 
se haya comprometido a efectuar el pago correspondiente. 

6. En el contrato podrá pactarse la terminación anticipada en caso de presentarse 
incumplimiento de alguna de las obligaciones previstas en el mismo. 

7. En caso de incumplimiento en el pago de las sumas previstas en los numerales 2 y 3 
de este artículo, los establecimientos de crédito podrán compensar las sumas 
adeudadas con el valor ahorrado en la cuenta de ahorro programado. Queda 
expresamente prohibido a los establecimientos de crédito pactar la compensación 
automática del valor ahorrado con las sumas debidas por conceptos diferentes a los 
previstos en los numerales citados. 

8. En caso de terminación anticipada del contrato por incumplimiento del ahorrador o 
vencimiento del plazo sin que el ahorrador ejerciere la opción de compra, el ahorrador 
deberá restituir el inmueble al establecimiento de crédito dentro de los diez (10) días 
hábiles siguientes en las mismas condiciones en que lo recibió, salvo el deterioro 
ocasionado por el uso normal y adecuado del mismo. 

9. Los costos relacionados con tasas, impuestos y contribuciones que recaigan sobre el 
inmueble serán de cargo del establecimiento de crédito durante la vigencia del contrato 
de ahorro programado.  

10. El ahorrador no podrá conceder el uso y goce del inmueble objeto del contrato bajo 
ninguna modalidad contractual. 

 
Artículo 2.1.9.1.5  (Artículo 5 del Decreto 332 de 2001). Opción de compra. 
A la terminación del contrato de ahorro programado de que trata el presente Titulo el 
ahorrador tendrá derecho a ejercer la opción de compra. 
 
El ahorrador deberá manifestar su intención de hacer uso de la opción de compra con una 
antelación de por los menos treinta (30) días hábiles a la fecha de terminación del contrato. 
En caso de no hacerlo se entenderá que no ejerce el derecho de opción y deberá restituir 
el inmueble a la terminación del contrato de ahorro programado. 
 



 
 
El ahorrador deberá suscribir la escritura pública de compraventa del inmueble dentro de 
los treinta (30) días hábiles siguientes a la fecha en la cual la misma se encuentre lista para 
su firma en la Notaría correspondiente. En caso de que venza el plazo sin que el ahorrador 
firme la escritura, se entenderá que éste desiste de realizar la compra y deberá restituir el 
inmueble al establecimiento de crédito. 
 
Hasta la fecha de la firma del contrato de compraventa el ahorrador continuará ocupando 
el inmueble en ejercicio del derecho real de habitación, por lo cual deberá pagar la 
contraprestación pactada. 
 
Cuando el ahorrador ejerza la opción de compra el monto ahorrado se aplicará como parte 
de pago del precio y el saldo deberá ser cancelado, en los términos pactados con el 
establecimiento de crédito. 
 
La valorización del inmueble se compartirá por partes iguales entre el establecimiento de 
crédito y el titular de la opción de compra. En consecuencia, el precio del inmueble que 
deberá pagar el ahorrador no podrá ser superior al valor comercial del bien establecido por 
el avalúo realizado al momento de la celebración del contrato, adicionado hasta en el 
cincuenta por ciento (50%) de la valorización que haya tenido el inmueble, establecida con 
base en el avalúo que se realice al momento del ejercicio de la opción de compra. 
 
El saldo del precio del inmueble podrá ser pagado por el ahorrador con recursos propios o 
mediante la utilización de financiación. El establecimiento de crédito propietario del 
inmueble podrá ofrecer al ahorrador un plan de financiación para el pago del saldo que se 
ajuste a su capacidad de pago, con sujeción a las normas que regulan el crédito de vivienda. 
En todo caso, el ahorrador podrá obtener la financiación requerida con cualquier otro 
establecimiento de crédito o persona que elija, evento en el cual el establecimiento 
propietario del inmueble deberá expedir una certificación donde conste el monto de su 
ahorro y el valor de la opción de compra del inmueble, previa solicitud del ahorrador. 
 
Parágrafo. En caso que al momento de ejercer la opción de compra el valor ahorrado no 
sea suficiente para cancelar el treinta por ciento (30%) del valor de la misma o el veinte por 
ciento (20%) de ella tratándose de vivienda de interés social, el ahorrador tendrá las 
siguientes alternativas: 
 

a) Utilizar recursos propios para completar el treinta por ciento (30%) del valor de la 
opción de compra o el veinte por ciento (20%) de la misma cuando se trate de 
vivienda de interés social; 

b) Obtener financiación para cancelar el saldo del valor del inmueble en un porcentaje 
superior al setenta por ciento (70%) del valor de la opción de compra o al ochenta 
por ciento (80%) de la misma tratándose de vivienda de interés social. En el evento 
previsto en este literal, los establecimientos de crédito quedan autorizados para 
conceder financiación por un valor igual al saldo del precio del inmueble, siempre y 
cuando quien pretenda adquirir el inmueble cuente con la capacidad de pago para 
atender oportuna y debidamente el crédito. 

 

Artículo 2.1.9.1.6  (Artículo 6 del Decreto 332 de 2001). Restitución del depósito.  



 
 
En el evento que el ahorrador no ejerza la opción de compra o no pueda ejercerla por no 
contar con los recursos propios o la financiación necesaria para el pago de la misma, éste 
tendrá derecho a que el establecimiento de crédito le restituya el monto de su ahorro más 
los intereses causados hasta la fecha en que le sea restituido su ahorro.  
De igual forma se procederá en caso de terminación anticipada del contrato de ahorro 
programado por incumplimiento del ahorrador. 
 
Artículo 2.1.9.1.7  (Artículo 7 del Decreto 332 de 2001). Preferencia sobre inmuebles 
entregados en dación en pago.  
Cuando dos o más personas manifiesten al establecimiento de crédito su intención de 
celebrar un contrato de los previstos en el presente Título respecto de un inmueble, aquella 
que lo hubiese entregado a título de dación en pago tendrá preferencia para la suscripción 
siempre y cuando su capacidad de pago se lo permita. 
 
Artículo 2.1.9.1.8  (Artículo 8 del Decreto 332 de 2001). Inmuebles que pueden ser 
objeto de los contratos de ahorro programado con opción de compra. 
 
Únicamente podrán celebrarse contratos en los términos del presente Título en relación con 
inmuebles que sean destinados a la vivienda del ahorrador. 
 
Artículo 2.1.9.1.9 (Artículo 9 del Decreto 332 de 2001). Personas que pueden suscribir 
estos contratos. 
Los contratos de que trata el presente Título sólo podrán suscribirse entre establecimientos 
de crédito y personas naturales. 
 
 

TÍTULO 10  OTORGAMIENTO DE CREDITO PARA LA ADQUISICIÓN DE ACCIONES DE   
ENTIDADES FINANCIERAS EN PROCESO DE PRIVATIZACIÓN 

 
Artículo 2.1.10.1.1 (Artículo 1º del Decreto 1157 de 1995). Créditos para la adquisición 
de acciones de entidades financieras en proceso de privatización. 
Los establecimientos de crédito que otorguen créditos para la adquisición de acciones de 
entidades financieras en proceso de privatización, podrán aceptar como garantía las 
acciones así adquiridas, siempre y cuando el deudor sea una de las personas a que se 
refiere el artículo 60 de la Constitución Política. 
  
Artículo 2.1.10.1.2  (Artículo 2 del Decreto 1157 de 1995). Cobertura de la garantía 
En los casos previstos en el artículo anterior, el valor de las acciones para efectos de 
determinar la cobertura de la garantía, será el precio mínimo de venta fijado en el decreto 
que apruebe el respectivo programa de privatización. 
 

TÍTULO 11 MEJORAS Y FINALIZACION DE PROYECTOS DE CONSTRUCCIÓN SOBRE 
BIENES INMUEBLES 

 
Artículo 2.1.11.1.1  (Artículo 1 del Decreto 2539 de 2001). Operación complementaria 
de los establecimientos de crédito. 
Los establecimientos de crédito podrán, como operación complementaria de su objeto 
social, realizar mejoras o finalizar proyectos de construcción sobre bienes inmuebles que 



 
 
hubieren recibido o se les hubiere adjudicado por el pago de deudas previamente 
contraídas en el curso de sus negocios, siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 
 
a) Que los recursos destinados a la realización de las mejoras o a la finalización de los 

proyectos de construcción más la totalidad de las inversiones en sociedades filiales y 
demás inversiones de capital autorizadas, diferentes de aquellas que efectúen los 
establecimientos de crédito en cumplimiento de disposiciones legales, no podrán 
exceder en todo caso del cien por ciento (100%) de la suma de capital, reservas 
patrimoniales y saldo existente en la cuenta de revalorización del patrimonio del 
respectivo establecimiento de crédito, excluidos los activos fijos sin valorizaciones y 
descontadas las pérdidas acumuladas; 

 

b) Que las actividades necesarias para realizar las mejoras o finalizar el respectivo 
proyecto de construcción, así como las directamente relacionadas con estas, se 
contraten por el establecimiento de crédito mediante el mecanismo de precios fijos, 
utilizando para ello contratos que aseguren el manejo financiero, administrativo y 
operacional independiente de la entidad contratante. Tales contratos pueden ser, entre 
otros, de fiducia mercantil o encargos fiduciarios. 

 
TÍTULO 12 OTORGAMIENTO DE GARANTIAS O AVALES 

 
Artículo 2.1.12.1.1  (Artículo 1 del Decreto 1516 de 1998). Autorización para otorgar 
garantías o avales. 
Los bancos, las corporaciones financieras y las compañías de financiamiento sólo podrán 
otorgar garantías o avales destinados a respaldar las obligaciones que expresamente se 
determinan a continuación: 
  
a) Obligaciones a favor de entidades del sector público, de entidades sometidas al control 

y vigilancia de la Superintendencia Financiera de Colombia, o de asociaciones 
gremiales de productores debidamente reconocidas por el Gobierno Nacional; 

 

b) Obligaciones derivadas de la emisión de bonos y de títulos provenientes de procesos 
de titularización; 

 

c) Obligaciones derivadas del otorgamiento de cartas de crédito stand-by; 
 

d) Obligaciones derivadas de la emisión y colocación de papeles comerciales mediante 
oferta pública previamente aprobada por la Superintendencia Financiera de Colombia; 

 

e) Cualquier otra clase de obligaciones en moneda legal, salvo aquellas que se deriven de 
contratos de mutuo o préstamos de dinero y siempre que no aseguren el pago de títulos 
valores de contenido crediticio. 

  
Artículo 2.1.12.1.2  (Artículo 2 del Decreto 1516 de 1998). Aplicación de las normas 
sobre límites de crédito y margen de solvencia.  
Lo dispuesto en el artículo anterior se aplicará sin perjuicio de las normas contenidas en las 
disposiciones sobre límites de crédito, lo mismo que en las relativas a margen de solvencia. 
  
Artículo 2.1.12.1.3 (Artículo 3 del Decreto 1516 de 1998). Seguros de crédito.  



 
 
Las compañías de seguros debidamente autorizadas por la Superintendencia Financiera 
de Colombia podrán continuar otorgando todos aquellos amparos que de conformidad con 
las normas legales y reglamentarias pueden ofrecer las compañías de seguros, en 
particular otorgar seguros de crédito en sus distintas modalidades. 
 

TÍTULO 13 OPERACIONES CON DERIVADOS 
 
Artículo 2.1.13.1.1 (Artículo 1° del Decreto 2396 de 2000). Operaciones con derivados.  
Los establecimientos de crédito están autorizados para realizar operaciones con derivados. 
 
 

TÍTULO 14 OTRAS OPERACIONES 
 
Artículo 2.1.14.1.1 (Artículo 10 del decreto 777 de 2003). Prioridad de los deudores de 
créditos de vivienda que hayan entregado su inmueble en dación de pago de su 
crédito. 
De conformidad con el literal n, numeral 1 del Artículo 7, del Estatuto Orgánico del Sistema 
Financiero modificado por el Artículo 1° de la Ley 795 de 2003, los deudores individuales 
de vivienda que hayan entregado en dación en pago su vivienda, tendrán la posibilidad de 
optar por el leasing habitacional y los establecimientos bancarios deberán ofrecer el 
contrato, siempre y cuando tengan capacidad de pago, en los siguientes términos: 
 
a) Si la vivienda entregada en dación en pago no ha sido enajenada o prometida en venta 

por el establecimiento de crédito, el titular podrá optar por la celebración de un contrato 
de leasing habitacional sobre dicha vivienda; 

 

b) Si el establecimiento bancario enajenó o prometió en venta a favor de un tercero 
diferente del titular, podrá ofrecerle a éste otro inmueble de su propiedad, con el 
propósito de realizar la operación de leasing habitacional en las mismas condiciones 
señaladas en la Ley. 

 
Parágrafo. La prioridad prevista en el presente Artículo operará sólo para las daciones en 
pago formalizadas totalmente hasta la fecha de entrada en vigencia de la Ley 795 de 2003. 
Lo anterior, sin perjuicio de la facultad de los establecimientos bancarios para celebrar 
contratos de leasing habitacional sobre bienes que reciban en pago con sus antiguos 
propietarios. 
 
Artículo 2.1.14.1.2 (Adicionado por el artículo 1 del Decreto 1351 de 2019) Inversiones 
en participaciones emitidas por fondos bursátiles.  
Las inversiones que los establecimientos bancarios realicen en participaciones emitidas por 
fondos bursátiles cuya canasta esté conformada exclusivamente por títulos de deuda 
pública emitidos por el Gobierno Nacional computarán para efectos del límite establecido 
en el literal b) del numeral 1 del artículo 9 del Estatuto Orgánico del Sistema Financiero. 
 
 

TÍTULO 15  DEPÓSITO ELECTRÓNICO  
(Título sustituido por el artículo 1 del Decreto 222 de 2020) 

 



 
 

CAPÍTULO 1 DEPÓSITOS DE BAJO MONTO 
 
Artículo 2.1.15.1.1 Entidades que podrán ofrecerlo. 
De conformidad con lo previsto en el artículo 70 de la Ley 1151 de 2007 y el artículo 2 de 
ley 1735 de 2014, se entienden incorporadas a la lista de operaciones autorizadas para los 
establecimientos de crédito, las sociedades especializadas en depósitos y pagos 
electrónicos (SEDPE) y las cooperativas facultadas para desarrollar la actividad financiera, 
los depósitos de bajo monto, en las condiciones que se establecen en el presente Capítulo.  
 
En el caso que depósitos de bajo monto sean dirigidos a las personas pertenecientes al 
nivel 1 del Sistema de Identificación de Potenciales Beneficiarios de Programas Sociales -
Sisbén-, desplazados inscritos en el Registro Único de Población Desplazada o 
beneficiarios de programas de ayuda y/o subsidios otorgados por el Estado Colombiano, 
estos depósitos se denominarán depósitos de bajo monto inclusivos.  
 
Los recursos captados por medio de los depósitos de bajo monto inclusivos no estarán 
sometidos a ningún tipo de inversión obligatoria. 
 
Artículo 2.1.15.1.2 Características del depósito de bajo monto. 
Los depósitos de bajo monto son depósitos a la vista a nombre de personas naturales, con 
las siguientes características:  
 
a) Literal modificado por el artículo 1 del Decreto 2642 de 2022. El saldo máximo de 

depósitos no podrá exceder en ningún momento doscientos diez coma cincuenta 
(210,50) Unidades de Valor Tributario – UVT; 
 
Texto anterior. El saldo máximo de depósitos no podrá exceder en ningún momento 
ocho (8) salarios mínimos legales mensuales vigentes (SMLMV).  

 
b) Literal modificado por el artículo 1 del Decreto 2642 de 2022. El monto acumulado de 

las operaciones débito que se realicen en un mes calendario no podrá superar 
doscientos diez coma cincuenta (210,50) Unidades de Valor Tributario – UVT; 
 
Texto anterior. El monto acumulado de las operaciones débito que se realicen en un 
mes calendario no podrá superar los ocho (8) salarios mínimos legales mensuales 
vigentes (SMLMV);  

 
c) El depósito debe estar asociado a uno o más instrumentos o mecanismos que 

permiten a su titular, mediante documentos físicos o mensajes de datos, extinguir una 
obligación dineraria y/o transferir fondos y/o hacer retiros. 

 
d) El contrato deberá establecer de manera clara, los canales a los cuales se tendrá 

acceso, así como aquellos que se encuentren restringidos.  
e) El contrato podrá terminarse unilateralmente en caso de que el depósito permanezca 

sin fondos durante un plazo que para el efecto determinen las partes, el cual no podrá 
ser nunca inferior a 3 meses. 

 



 
 
f) El contrato deberá establecer si se ofrece o no el reconocimiento de una tasa de 

interés por la captación de recursos mediante los depósitos de bajo monto. 
 
g) El consumidor financiero solamente puede ser titular de un (1) depósito de bajo monto 

en cada entidad.  
 
Parágrafo. (Modificado por el artículo 1 del Decreto 1459 de 2022) Los recursos 
provenientes de programas de ayuda y/o subsidios otorgados por el Estado colombiano, 
los desembolsos de créditos de bajo monto otorgados por entidades vigiladas por la 
Superintendencia Financiera de Colombia y/o los recursos provenientes del pago del 
seguro de depósito que realice el Fondo de Garantías de Instituciones Financieras, no se 
tendrán en cuenta para el cálculo de los límites establecidos en los literales a) y b) del 
presente artículo. 
 
Texto anterior Parágrafo. Los recursos provenientes de programas de ayuda y/o subsidios 
otorgados por el Estado colombiano o los desembolsos de créditos de bajo monto 
otorgados por entidades vigiladas por la Superintendencia Financiera de Colombia no se 
tendrán en cuenta para el cálculo de los límites establecidos en los literales a) y b) del 
presente artículo. 
 
Artículo 2.1.15.1.3 Trámite simplificado de apertura. 
La Superintendencia Financiera de Colombia y la Superintendencia de la Economía 
Solidaria deberán establecer para sus entidades vigiladas, respectivamente, los trámites y 
requisitos de apertura de los depósitos de bajo monto, los cuales serán simplificados y no 
requerirán la presencia física del consumidor financiero. 
 
Artículo 2.1.15.1.4 Administración y manejo de los depósitos. 
La Superintendencia Financiera de Colombia deberá establecer condiciones y trámites 
especiales para la administración y el manejo de los depósitos de bajo monto, de los que 
trata el presente Capítulo, tales como reglas para el uso de canales, medios de manejo y 
administración de riesgos. La Superintendencia de la Economía Solidaria desarrollará esta 
misma actividad respecto de las cooperativas facultadas para desarrollar la actividad 
financiera. 
 

CAPÍTULO 2 DEPÓSITO ORDINARIO 
 
Artículo 2.1.15.2.1 Entidades que podrán ofrecerlo. 
Se entienden incorporadas a la lista de operaciones autorizadas para los establecimientos 
de crédito, las sociedades especializadas en depósitos y pagos electrónicos (SEDPE) y las 
cooperativas facultadas para desarrollar la actividad financiera, los depósitos ordinarios, en 
las condiciones que se establecen en el presente Capítulo. 
 
Artículo 2.1.15.2.2 Características del depósito ordinario. 
Los depósitos ordinarios son depósitos a la vista a nombre de personas naturales y 
personas jurídicas, con las siguientes características: 
 



 
 
a) El depósito debe estar asociado a uno o más instrumentos o mecanismos que 

permiten a su titular, mediante documentos físicos o mensajes de datos, extinguir una 
obligación dineraria y/o transferir fondos y/o hacer retiros. 

 
b) El contrato deberá establecer de manera clara, los canales a los cuales se tendrá 

acceso, así como aquellos que se encuentran restringidos. 
 
c) El contrato podrá terminarse unilateralmente en caso de que el depósito permanezca 

sin fondos durante un plazo que para el efecto determinen las partes, el cual no podrá 
ser nunca inferior a 3 meses. 

 
f) El contrato deberá establecer si se ofrece o no el reconocimiento de una tasa de 

interés por la captación de recursos mediante depósitos ordinarios. 
 
Artículo 2.1.15.2.3 Administración y manejo de los depósitos. 
La Superintendencia Financiera de Colombia deberá establecer condiciones y trámites 
especiales para la administración y el manejo de los depósitos ordinarios, de los que trata 
el presente Capítulo, tales como reglas para el uso de canales, medios de manejo y 
administración de riesgos. La Superintendencia de la Economía Solidaria desarrollará esta 
misma actividad respecto de las cooperativas facultades para desarrollar la actividad 
financiera. 
 
Artículo 2.1.15.2.4 Trámite de apertura ordinario. 
Para la apertura de los depósitos ordinarios presenciales y no presenciales deberán 
adelantarse los procedimientos ordinarios en materia de conocimiento del cliente, seguridad 
y calidad para el manejo de la información y los requisitos de prevención de lavado de 
activos y financiación del terrorismo, establecidos por la Superintendencia Financiera de 
Colombia y la Superintendencia de la Economía Solidara para sus entidades vigiladas, 
respectivamente. 
 

TÍTULO 16 CRÉDITO DE CONSUMO DE BAJO MONTO4 
 
Artículo 2.1.16.1.1 Artículo 2.1.16.1.1 (Modificado por el artículo 2 del Decreto 1459 de 
2022) Definición.  
El crédito de consumo de bajo monto es una operación activa de crédito realizada con 
personas naturales, cuyo monto o cupo máximo es hasta de ciento seis (106) Unidades de 
Valor Tributario (UVT). Este tipo de créditos serán de apertura simplificada y no requerirán, 
para su apertura y trámite, de la presencia física del consumidor financiero. 
 

 
4 Nota de vigencia. Decreto 2654 de 2014 Artículo 3 .Régimen de transición. La Superintendencia Financiera 
de Colombia certificará, a partir de la entrada en vigencia del presente decreto y hasta el día anterior a la fecha 
en que en el año 2015 se certifique la tasa de microcrédito, el interés bancario corriente aplicable a la modalidad 
de crédito de consumo de bajo monto tomando la tasa promedio ponderada por el monto desembolsado de las 
operaciones de microcrédito y crédito de consumo, de acuerdo con la definición contemplada en los numerales 
1 y 2 literal a. del artículo 11.2.5.1.2 del Decreto 2555 de 2010, únicamente en las que dicho monto 
desembolsado sea hasta de dos (2) Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes (SMLMV) y diferido hasta 
por treinta y seis (36) meses, que se hayan realizado durante los últimos doce (12) meses. 
Transcurrido este período, la certificación se efectuará de conformidad con lo establecido en el artículo 
11.2.5.1.1 del Decreto 2555 de 2010. 



 
 
La Superintendencia Financiera de Colombia podrá ampliar, de manera general, dicho 
monto o cupo máximo hasta doscientas once (211) Unidades de Valor Tributario (UVT). 

 
Las características del crédito de consumo de bajo monto son: 

 
a. Podrá ser de carácter rotativo;  
 
b. No podrá ser ofrecido por medio de sistemas de tarjetas de crédito;  
 
c. La respectiva entidad define la frecuencia de pago; 
 
d. La respectiva entidad debe definir el plazo máximo para el desembolso de los 

recursos. 
 

Texto anterior Incisos 1 y 2 del artículo 2.1.16.1.1. (Modificado por el artículo 2 del 
Decreto 222 de 2020) Definición. El crédito de consumo de bajo monto es una operación 
activa de crédito realizada con personas naturales que no hayan accedido con anterioridad 
a ningún producto crediticio en el sistema financiero diferente a otro crédito de consumo de 
bajo monto, cuyo monto o cupo máximo es hasta de cuatro (4) Salarios Mínimos Legales 
Mensuales Vigentes (SMLMV). La Superintendencia Financiera de Colombia podrá ampliar 
de manera general, dicho monto o cupo máximo hasta ocho (8) Salarios Mínimos Legales 
Mensuales Vigentes (SMLMV).   
 
 
Artículo 2.1.16.1.2 (Modificado por el artículo 3 del Decreto 222 de 2020) 
Otorgamiento y seguimiento al crédito de consumo de bajo monto. 
Las entidades financieras que ofrezcan el crédito de consumo de bajo monto deberán 
contar con un proceso de otorgamiento en el que se definan las fuentes de información, 
que le permita establecer el perfil crediticio del respectivo deudor y, un proceso de 
seguimiento específico. Dichos procesos podrán diferir de las metodologías 
tradicionalmente utilizadas para tal fin. 
 
Artículo 2.1.16.1.3 Control al sobreendeudamiento.  
Las entidades financieras que ofrezcan el crédito de consumo de bajo monto deberán 
controlar el saldo de endeudamiento del deudor al momento del otorgamiento del 
mencionado crédito. Dicho control se realizará de acuerdo con la metodología que adopte 
la respectiva entidad financiera, teniendo en cuenta para el efecto el monto de las 
obligaciones vigentes a cargo de una persona con el sector financiero y otros sectores, que 
se encuentren en los registros con que cuenten los operadores de bancos de datos o las 
fuentes de información consultados por el respectivo acreedor.  
 
Artículo 2.1.16.1.4  (Modificado por el artículo 4 del Decreto 222 de 2020) Reportes a 
las centrales de riesgo.  
Las entidades que ofrezcan el crédito de consumo de bajo monto, deberán efectuar los 
reportes y la actualización oportuna de la información sobre los deudores en las bases de 
datos de las centrales de riesgo que se elijan de conformidad con la Ley 1266 de 2008 y 
en particular los artículos 8° y 12 de la misma. 
 



 
 

TÍTULO 17 TRASLADO, REINTEGRO E INVERSIÓN DE LOS RECURSOS DE CUENTAS 
ABANDONADAS 

(Adicionado por el Decreto 953 de 2016) 
 

Artículo 2.1.17.1.1 Objeto.  
El Objeto del presente título es reglamentar la operatividad necesaria para el traslado de 
los recursos de las cuentas abandonadas de que trata el artículo 3° de la Ley 1777 de 2016 
por parte de las entidades financieras que estén autorizadas para ofrecer cuentas de ahorro 
o cuentas corrientes, así como la operatividad necesaria para el reintegro de dichos 
recursos, y la inversión de los mismos según lo dispuesto en los artículos 5° y 7° de la citada 
norma.  
 
Artículo 2.1.17.1.2 Fondo Especial.  
Para los fines del presente título, se entenderá por “Fondo Especial” aquel que será 
constituido, reglamentado y administrado por el Instituto Colombiano de Crédito Educativo 
y Estudios Técnicos en el Exterior – ICETEX y que, para efectos del traslado, manejo y 
posterior reintegro de los recursos que reciba, conformará un patrimonio independiente y 
separado por completo de los demás recursos de propiedad del ICETEX o administrados 
por éste, al igual que de los demás derechos y obligaciones del ICETEX, estando afecto 
única y exclusivamente a las finalidades señaladas en la Ley 1777 de 2016.  
 
Artículo 2.1.17.1.3 Procedimiento para el traslado de recursos a favor del Fondo 
Especial5.  
Para el traslado a título de mutuo, de los saldos de las cuentas abandonadas, las entidades 
financieras realizarán un desembolso mediante abono a cuenta de ahorro o corriente a favor 
del Fondo Especial. Para tal efecto se procederá de la siguiente manera: 

 
5 TRANSICIÓN. Artículo 2 de Decreto 953 de 2016. Artículo 2.Transitorio. Con el fin de realizar el primer 
traslado de los recursos señalados en el artículo 2.1.17.1.3 del Decreto 2555 de 2010, las entidades financieras 
deberán, durante el período comprendido entre la fecha de entrada en vigencia del presente decreto y el 30 de 
junio de 2016, informarle a sus cuentahabientes, mediante comunicaciones públicas o privadas, sobre la 
aplicación que se hará a partir del 1 de agosto de 2016, de las normas contempladas en la Ley 1777 de 2016 y 
en el Título 17 del Libro 1 de la Parte 2 del Decreto 2555 de 2010 a las cuentas corrientes o de ahorro de que 
trata el artículo 2° de la Ley 1777 de 2016. Dicha información deberá mencionar expresamente lo señalado en 
el parágrafo del artículo 2.1.17.1.3 del Decreto 2555 de 2010.  
Para la realización de la primera subasta serán aplicables en lo pertinente, los artículos 2.1.17.1.3, 2.1.17.1.8 y 
2.1.17.1.9 del Decreto 2555 de 2010, así como las siguientes reglas: 
1. Un veinte por ciento (20%) se destinará a la conformación de la reserva de liquidez y se invertirá de acuerdo 

con lo dispuesto en numeral 1 del artículo 2.1.17.1.7 del Decreto 2555 de 2010. 
2. Un veinte por ciento (20%) de los recursos se destinará a la constitución de depósitos a término fijo con un 

plazo de vencimiento de tres (3) meses. Estos recursos se subastarán y se asignarán en lotes del cincuenta 
por ciento (50%) a los dos (2) establecimientos de crédito que ofrezcan las mejores tasas de rentabilidad. 
Una vez los instrumentos se acerquen a su fecha de vencimiento, el ICETEX podrá optar por renovarlos o, 
según sea requerido, podrá transferirlos a la reserva de liquidez. Estos instrumentos solo podrán ser 
renovados tres (3) veces y al cabo de la última renovación estos harán parte de la subasta de que trata el 
numeral 2º del artículo 2.1.17.1.7 del Decreto 2555 de 2010.  

3. El sesenta por ciento (60%) de los recursos restantes se destinarán a la constitución de depósitos a término 
fijo con plazo de vencimiento de un año de conformidad con lo dispuesto en el numeral 2º del artículo 
2.1.17.1.7 del Decreto 2555 de 2010.  

El primer traslado de recursos al Fondo Especial administrado por el ICETEX deberá producirse por cada una 
de las entidades financieras que estén autorizadas para ofrecer cuentas de ahorro o cuentas corrientes a más 
tardar el 1 de agosto de 2016, con información a corte 15 de julio de 2016, una vez realizada la primera subasta 
a la que se refiere el presente artículo.  



 
 
 
1. Las entidades financieras  enviarán  al  ICETEX, con  corte  trimestral, los  listados  en 

donde  se  discriminen  las  cuentas  abandonadas, la  tasa  de  interés  remuneratorio  
reconocida  por  la  entidad  financiera  a  cada  cuentahabiente  y  los saldos  objeto  
de traslado  al  Fondo  Especial,  en  las  condiciones que establezca la  Junta  Directiva  
del  ICETEX  para  tal  efecto.  Las  entidades  financieras deberán remitir  los  listados  
diez  (10)  días  calendario  antes  de  la  fecha  de  realización  de cada  subasta a  las  
que  se  refiere  el  artículo  2.1.17.1.7  del  presente decreto. El corte de la información 
será cinco (5) días calendario antes de la fecha de remisión.  La Información que remitan 
las entidades financieras al ICETEX no podrá contener datos que estén sujetos a 
reserva.  
 

2. Recibidos los listados mencionados por parte del ICETEX, dicha entidad procederá a 
realizar la respectiva subasta. A más tardar el día hábil siguiente de la realización de la 
respectiva subasta, las entidades financieras procederán al traslado de los saldos 
objeto de este título, a favor del Fondo Especial. 

 
3. Los respectivos contratos de mutuo entre las entidades financieras y el ICETEX se 

entenderán perfeccionados con la transferencia de los saldos correspondientes a favor 
del Fondo Especial y se regirán por las disposiciones pertinentes previstas en el Código 
de Comercio y del presente título. Habrá un contrato de mutuo por cada traslado de 
saldos proveniente de una determinada cuenta abandonada, y a cada uno de estos le 
será aplicada la tasa de interés remuneratorio igual a la que hubiere sido informada por 
la respectiva entidad financiera respecto del tipo de cuenta abandonada de que se 
trate, según el listado indicado en el numeral 1° del presente artículo, ajustándose dicha 
tasa según las variaciones que le sean informadas al ICETEX en los listados que 
posteriormente remitan las entidades financieras de conformidad con lo señalado en el 
presente artículo. 

 
Parágrafo. La transferencia de los saldos de las cuentas abandonadas en los términos 
contemplados en este artículo no supondrá la alteración de los saldos reflejados en los 
balances y extractos de las cuentas abandonadas correspondientes, ni generará 
restricciones para que sus titulares dispongan de sus recursos como les corresponda de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 5° de la Ley 1777 de 2016, las demás normas 
aplicables y con las disposiciones de los contratos que tengan celebrados con las entidades 
financieras o con terceros y que se encuentren vigentes. En consecuencia, los movimientos 
de recursos hacia el Fondo Especial no afectarán ningún esquema de garantías ni ninguna 
otra finalidad especial que tengan asignada, legal o contractualmente, las cuentas 
abandonadas de que se trate, ni tampoco afectarán la libre disposición de tales recursos 
por parte de los cuentahabientes o terceros autorizados, cuando así lo requieran. 
 
Artículo 2.1.17.1.4 Procedimiento para el retiro a favor de los titulares de las Cuentas 
Abandonadas.  
Para que los titulares puedan realizar el retiro de los recursos que hacen parte de las 
respectivas cuentas de ahorro y corrientes de que trata el presente título, las entidades 
financieras cumplirán, como mínimo, con los siguientes requisitos: 

 



 
 
1. El plazo de entrega al cuentahabiente del saldo cuyo retiro sea solicitado a la entidad 

financiera o que sea objeto de una orden de autoridad competente, en ningún caso 
podrá ser mayor a un (1) día, contado desde la fecha de la solicitud de retiro, o desde 
la fecha de la respectiva notificación de la orden por parte de la autoridad competente, 
a menos que en este último caso resulte aplicable un término distinto.  

 
2. Los titulares de las cuentas abandonadas solo podrán solicitar retiros de los saldos de 

sus cuentas ante las entidades financieras directamente. En consecuencia, los titulares 
de las cuentas abandonadas en ningún caso podrán formular solicitudes de retiro u otro 
tipo de reclamaciones, independientemente de su naturaleza, al ICETEX.  

 
Artículo 2.1.17.1.5 Procedimiento para el reintegro de recursos.  
El procedimiento de reintegro de los recursos provenientes de las cuentas abandonadas a 
las entidades financieras para la devolución de los dineros a los cuentahabientes, cumplirá 
con los siguientes requisitos, los cuales se entenderán incorporados en los respectivos 
contratos de mutuo entre las entidades financieras y el Fondo Especial: 

 
1. Recibida por la entidad financiera una solicitud de retiro por parte del cuentahabiente 

de una cuenta abandonada, de un tercero autorizado para el efecto, o una orden de 
autoridad competente; o cuando una cuenta pierda su calidad de abandonada de 
conformidad con lo previsto en el parágrafo del artículo 2 de la Ley 1777 de 2016, la 
entidad financiera procederá a formular al ICETEX, las solicitudes de reintegro, a través 
de los medios que para el efecto establezca el ICETEX. 
 

2. Recibida por parte del ICETEX una solicitud de reintegro formulada por una entidad 
financiera, el ICETEX procederá al reintegro de la totalidad de los dineros asociados a 
la respectiva cuenta abandonada, esto es, el saldo que fue trasladado por la entidad 
financiera al Fondo Especial, junto con los respectivos intereses bajo el contrato de 
mutuo celebrado de conformidad con el presente título, que corresponderán a la tasa 
de interés remuneratorio reconocida por la entidad financiera al cuentahabiente e 
informada al ICETEX en el listado de que trata el artículo 2.1.17.1.3 del presente 
decreto.  

 
Estos intereses serán aquéllos que se hubieran causado desde la fecha de traslado de 
los recursos al Fondo Especial y hasta la fecha de solicitud de reintegro realizada por 
el cuentahabiente o tercero autorizado.  

 
3. El reintegro deberá realizarse a más tardar en la fecha del siguiente traslado de recursos 

que deba darse desde las entidades financieras hacia el Fondo Especial.  
 
4. Realizado el reintegro de los correspondientes recursos a favor de la entidad financiera, 

se entenderá terminado el contrato de mutuo asociado a la respectiva cuenta 
abandonada entre el ICETEX y la respectiva entidad financiera.  

 
Artículo 2.1.17.1.6 Reintegros con cargo a la reserva de liquidez.  
Las solicitudes de reintegro formuladas por las entidades financieras se atenderán 
prioritariamente con cargo a los recursos de la reserva de liquidez de que trata el numeral 
1° del artículo 2.1.17.1.7 del presente decreto. Únicamente en el evento en que los recursos 



 
 
de esta reserva no sean suficientes para atender las solicitudes de reintegro, podrá el 
ICETEX afectar los recursos del portafolio de inversión. 
 
Artículo 2.1.17.1.7 Inversión de los recursos.  
Los recursos del Fondo Especial podrán invertirse en depósitos a la vista y a término 
emitidos por establecimientos de crédito sometidos a la inspección y vigilancia de la 
Superintendencia Financiera de Colombia. Para el efecto el ICETEX utilizará mecanismos 
de subasta, previa convocatoria a los establecimientos de crédito que cumplan con los 
requisitos mínimos de calificación previstos en el artículo 2.1.17.1.8 del presente decreto y 
atendiendo a las disposiciones previstas en el presente artículo.  
 
Los recursos del Fondo Especial se invertirán de la siguiente manera: 
1. No menos de un veinte por ciento (20%) se destinará a la conformación de la reserva 

de que trata el artículo 6° de la Ley 1777 de 2016, la cual se denominará reserva de 
liquidez para los efectos del presente título y se invertirá en depósitos a la vista. La 
subasta de la reserva de liquidez se asignará en lotes del cincuenta por ciento (50%) 
de los recursos y se adjudicará a los dos (2) establecimientos de crédito que ofrezcan 
las mejores tasas de rentabilidad. 
 
También harán parte de esta subasta los traslados trimestrales de recursos que no 
coincidan con la realización de la subasta anual de que trata el inciso segundo del 
Artículo 2.1.17.1.10. 
 

2. Los recursos restantes, que se denominará portafolio de inversión para los efectos del 
presente título, se destinarán a la constitución de depósitos a término fijo con plazo de 
vencimiento de un año. El ICETEX organizará las posturas de mayor a menor y 
adjudicará los recursos así:  

 
a. Un veinticinco por ciento (25%) a los establecimientos de crédito que ofrezcan 

las dos (2) mejores tasas de rentabilidad.  
b. Un veinte por ciento (20%) al establecimiento de crédito que ofrezca la tercera y 

cuarta mejor tasa de rentabilidad. 
c. Un diez por ciento (10%) a los establecimientos de crédito que ofrezcan la quinta 

mejor tasa de rentabilidad.  
 

3. En el caso que no se cuente con el número de participantes de que tratan los numerales 
1° y 2° del presente artículo o no se presenten establecimientos de crédito a la 
convocatoria de la subasta, los recursos no adjudicados deberán invertirse, de 
conformidad con las instrucciones que para el efecto defina la Junta Directiva del 
ICETEX, en Títulos de Tesorería de la Nación – TES cuya fecha de vencimiento, al 
momento de su adquisición por parte del Fondo, no sea mayor a dos (2) años. 

 
Artículo 2.1.17.1.8 (Modificado por el artículo 6 del decreto 1745 de 2020) Requisito 
mínimo de calificación. 
Los establecimientos de crédito que quieran participar en la subasta deberán contar con 
una calificación de riesgo crediticio de largo plazo igual o superior a AA+, o su equivalente, 
otorgada por una sociedad calificadora de riesgo vigilada por la Superintendencia 
Financiera de Colombia. 



 
 
 
Artículo 2.1.17.1.9 Operatividad de la subasta.  
El ICETEX será la entidad encargada de realizar la subasta garantizando como mínimo los 
principios de libre concurrencia, publicidad y transparencia. El ICETEX definirá los aspectos 
técnicos y operativos para el adecuado desarrollo de la subasta, para lo cual deberá tener 
en cuenta, entre otros, los siguientes aspectos:  
 
1. Los mecanismos de convocatoria para los participantes.  
2. Información y divulgación de las condiciones de la subasta, incluyendo monto de 

recursos, plazo y las condiciones operativas para la presentación de las ofertas. 
3. Mecanismo de adjudicación de la subasta, siempre dentro de los parámetros mínimos 

definidos en el presente título.  
 
Artículo 2.1.17.1.10 Periodicidad de la subasta y recomposición del Fondo Especial. 
Para la reserva de liquidez la subasta se realizará cada tres (3) meses. Para el portafolio 
de inversión se realizará anualmente de acuerdo con las fechas de vencimiento de los 
depósitos a término fijo en que están invertidos estos recursos.  
 
Sin perjuicio de lo anterior, la subasta de la reserva de liquidez deberá coincidir una vez al 
año con la subasta del portafolio de inversión. En esa fecha el ICETEX deberá recomponer 
el Fondo Especial para asegurar que la reserva de liquidez corresponda cuando menos al 
veinte por ciento (20%) de los recursos que se estén administrando en dicho Fondo. 
 
Artículo 2.1.17.1.11 Utilización de rendimientos.  
Los rendimientos generados por la inversión de recursos provenientes de los saldos 
transferidos al Fondo Especial, netos de los costos que se pacten en cada uno de los 
convenios de funcionamiento a que se refiere el artículo 2.1.17.1.12 del presente decreto, 
y que excedan el monto de los intereses que deban abonarse a las entidades financieras 
para el reconocimiento de los rendimientos a favor de los cuentahabientes, una vez éstos 
soliciten los recursos, de conformidad con el presente título, serán destinados a las 
finalidades contempladas en el artículo 1º de la Ley 1777 de 2016. 
 
Artículo 2.1.17.1.12 Convenio de funcionamiento.  
El ICETEX, en representación del Fondo Especial, suscribirá con cada una de las entidades 
financieras un convenio marco de funcionamiento en el que consten, entre otros aspectos, 
los costos, los mecanismos de información y su periodicidad y los demás aspectos 
relacionados con los procesos de traslado, retiro, reintegro de los saldos de las cuentas 
abandonadas, así como las posibles diferencias que surjan en relación con dichos 
procesos. 
 
TÍTULO 18 INVERSIONES EN SOCIEDADES MATRICES RESULTANTES DE LA 

INTEGRACIÓN DE BOLSA DE VALORES 
(Adicionado por el artículo 01 del Decreto 053 de 2022) 

 
Artículo 2.1.18.1.1 Autorización.  
Los establecimientos de crédito podrán poseer acciones o cuotas en sociedades matrices 
nacionales o internacionales resultantes de la integración de bolsas de valores. 
 



 
 

 


